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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.
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por medio del cual se modifica la Ley 65 de 1993, Código Penitenciario y Carcelario, con el fin de garantizar 
los derechos fundamentales de las personas que se encuentran privadas de la libertad y alcanzar los fines 

del tratamiento penitenciario.

 
Proyecto de Ley No de 2021 Senado 

 
 
 

“Por medio del cual se modifica la Ley 65 de 1993 , Código Penitenciario y Carcelario, 
con el fin de garantizar los derechos fundamentales de las personas que se encuentran 
privadas de la libertad y alcanzar los fines del tratamiento penitenciario”. 

 
 

ARTÍCULO 1: Modifíquese el artículo 53 de la Ley 65 de 1993 que quedará así: 
 

ARTÍCULO 53. REGLAMENTO INTERNO: Cada centro de reclusión tendrá su propio 

reglamento de régimen interno, expedido por el respectivo Director del centro de reclusión y 

previa aprobación del Director del INPEC. Para este efecto el Director deberá tener en cuenta 

la categoría del establecimiento a su cargo y las condiciones ambientales. Así mismo tendrá 

como apéndice confidencial, los planes de defensa, seguridad y emergencia. Toda reforma 

del reglamento interno, deberá ser aprobada por la Dirección del INPEC. 

Los directores de los centros de reclusión deberán atender las recomendaciones de los 

organismos de control y las organizaciones defensoras de derechos humanos en terminos de 

la redacción y aplicación de los reglamentos. 

 
 

ARTÍCULO 2: Modifíquese el artículo 63 de la Ley 65 de 1993 que quedará así: 
 
 

ARTÍCULO 63. CLASIFICACIÓN DE INTERNOS. Los internos en los centros de 

reclusión, serán separados por categorías, atendiendo a su sexo, edad, naturaleza del hecho 
punible, personalidad, identidad de género, antecedentes y condiciones de salud física y 

mental. Los detenidos estarán separados de los condenados, de acuerdo a su fase de 

tratamiento; los hombres de las mujeres, los primarios de los reincidentes, los jóvenes de los 

adultos, los enfermos de los que puedan someterse al régimen normal. 

ARTÍCULO 3: Modifíquese el artículo 112 de la Ley 65 de 1993 que quedará así: 
 

ARTÍCULO 112: Las personas privadas de la libertad podrán recibir una visita cada siete (7) 

días calendario, sin perjuicio de lo que dispongan los beneficios judiciales y administrativos 

aplicables. 

 
( ...) 

 
 

Las requisas se realizarán en condiciones de higiene y seguridad. El personal de guardia 

estará debidamente capacitado para la correcta y razonable ejecución de registros y requisas. 

Para practicarlos se designará a una persona del mismo sexo género del de aquella que es 

objeto de registro, se prohibirán las requisas al desnudo y las inspecciones intrusivas; 

únicamente se permite el uso de medios electrónicos para este fin. 

 
El horario, las condiciones, la frecuencia y las modalidades en que se lleven a cabo las visitas 

serán reguladas por la Dirección General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario 

(Inpec). 

 
Se concederá permiso de visita a todo abogado que lo solicite, previa exhibición de su Tarjeta 

Profesional y si mediare aceptación del interno. 

 
Los condenados podrán igualmente recibir visitas de los abogados autorizados por ellos. Las 

visitas de sus familiares y amigos serán reguladas en el reglamento general, de acuerdo a lo 

previsto en el presente artículo. 

 
Los visitantes que observen conductas indebidas en el interior del establecimiento o que 

contravengan las normas del régimen interno serán expulsados del establecimiento y se les 

prohibirán nuevas visitas, de acuerdo con la gravedad de la falta, teniendo en cuenta la 

reglamentación expedida por la Dirección General del Instituto Nacional Penitenciario y 

Carcelario (Inpec). 

 
Los visitantes sorprendidos tratando de ingresar al establecimiento penitenciario cualquier 

artículo expresamente prohibido por los reglamentos tales como armas de cualquier índole, 

sustancias psicoactivas ilícitas, medicamentos de control especial, bebidas alcohólicas, o 

sumas de dinero, no serán autorizados para realizar la visita respectiva y deberá ser prohibido 

su ingreso al establecimiento de reclusión por un periodo de hasta un (1) año, dependiendo 
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de la gravedad de la conducta. Lo anterior sin perjuicio de las demás acciones legales 

pertinentes. 

La visita íntima será regulada por el reglamento general según principios de higiene, 

seguridad, garantizando los derechos sexuales y reproductivos de las personas privadas de 

la libertad, con un enfoque de género que identifique las necesidades de la población 

sexualmente diversa. 

De toda visita realizada a un establecimiento penitenciario o carcelario, sea a los internos o a 

los funcionarios que allí laboran debe quedar registro escrito. El incumplimiento de este 

precepto constituirá falta disciplinaria grave. 

ARTÍCULO 4: Adiciónese un parágrafo al artículo 113 de la Ley 65 de 1993 que quedará así: 

ARTÍCULO 113: VISITAS DE AUTORIDADES JUDICIALES Y ADMINISTRATIVAS: Las 

autoridades judiciales y administrativas, en ejercicio de sus funciones, pueden visitar los 

establecimientos penitenciarios y carcelarios. 

Parágrafo 1: Las Organizaciones defensoras de derechos humanos debidamente 

acreditadas, podrán realizar visitas periódicas a los establecimientos carcelarios, así como 

realizar seguimiento de vulneraciones a los derechos de los internos sin más 

condicionamientos que los establecidos en la presente ley. 

ARTÍCULO 5: Modifíquese el Artículo 118 de la Ley 65 de 1993 que quedará así: 

ARTÍCULO 118: CONSEJO DE DISCIPLINA: En cada establecimiento de reclusión 

funcionará un Consejo de Disciplina. El reglamento general determinará su composición y 

funcionamiento. En todo caso, de él hará parte el personero municipal o su delegado y un 

interno que tendrán voz y voto con su respectivo suplente de lista presentada por los reclusos 

al director del establecimiento para su autorización, previa consideración de la conducta 

observada por los candidatos, además de un representante de la sociedad civil, en calidad 

de observador. La elección se organizará de acuerdo con las normas internas. 

ARTÍCULO 6: Modifíquese el Artículo 121 de la Ley 65 de 1993, que quedará así: 

ARTÍCULO 121: CLASIFICACIÓN DE FALTAS: 

Las faltas se clasifican en leves y graves. 

Son faltas leves: 

1. Retardo en obedecer la orden recibida. 

2. Descuido en el aseo personal, del establecimiento, de la celda o taller. 

3. Negligencia en el trabajo, en el estudio o la enseñanza. 

4. Violación del silencio nocturno. Perturbación de la armonía y del ambiente con gritos o 

volumen alto de aparato o instrumentos de sonido, sin autorización. 

5. Abandono del puesto durante el día. 

6. Faltar al respeto a sus compañeros o ridiculizarlos. 

7. <Numeral INEXEQUIBLE> 

8. Causar daño por negligencia o descuido al vestuario, a los objetos de uso personal, a los 

materiales o a los bienes muebles entregados para su trabajo, estudio o enseñanza. 

9. Violar las disposiciones relativas al trámite de la correspondencia y el régimen de las visitas. 

10. Eludir el lavado de las prendas de uso personal, cuando reglamentariamente le 

corresponda hacerlo. 

11. No asistir o fingir enfermedad para intervenir en los actos  colectivos  o solemnes 

programados por la Dirección. 

12. Cometer actos contrarios al debido respeto de la dignidad de los compañeros o de las 

autoridades. 

13. Irrespetar o desobedecer las órdenes de las autoridades penitenciarias y carcelarias. 

14. Incumplir los deberes establecidos en el reglamento interno. 

15. Faltar sin excusa al trabajo, al estudio o a la enseñanza. 

16. Demorar sin causa justificada la entrega de bienes o herramientas confiadas a su cuidado. 

Son faltas graves las siguientes: 

1. Tenencia de objetos prohibidos como armas; posesión, consumo o comercialización de 

sustancias alucinógenas o que produzcan dependencia física o psíquica o de bebidas 

embriagantes. 

2. La celebración de contratos de obra que deban ejecutarse dentro del centro de reclusión, 

sin autorización del Director. 

3. Ejecución de trabajos clandestinos. 

4. Dañar los alimentos destinados al consumo del establecimiento. 

5. Negligencia habitual en el trabajo o en el estudio o en la enseñanza. 

6. Conducta obscena. 

7. Romper los avisos o reglamentos fijados en cualquier sitio del establecimiento por orden 

de autoridad. 

8. Apostar dinero en juegos de suerte o azar. 

9. Abandonar durante la noche el lecho o puesto asignado 

10. Hurtar, ocultar o sustraer objetos de propiedad o de uso, de la institución, de los internos 

o del personal de la misma 

11. Intentar, facilitar o consumar la fuga. 

12. Protestas colectivas que tengan manifestaciones violentas 

13. Comunicaciones o correspondencia clandestina con otros condenados o detenidos y con 

extraños. 

14. Agredir, amenazar o asumir grave actitud irrespetuosa contra los funcionarios de la 

institución, funcionarios judiciales, administrativos, los visitantes y los compañeros. 

15. Incitar a los compañeros para que cometan desórdenes u otras faltas graves o leves. 

16. Apagar el alumbrado del establecimiento o de las partes comunes durante la noche, sin 

el debido permiso. 

17. Propiciar tumultos, motines, lanzar gritos sediciosos para incitar a los compañeros a la 

rebelión. Oponer resistencia para someterse a las sanciones impuestas. 

18. Uso de dinero contra la prohibición establecida en el reglamento. 

19. Entregar u ofrecer dinero para obtener provecho ilícito; organizar expendios clandestinos 

o prohibidos. 

20. Hacer uso, dañar con dolo o disponer abusivamente de los bienes de la institución. 

21. Falsificar documento público o privado, que pueda servir de prueba o consignar en él una 

falsedad. 

22. Asumir conductas dirigidas a menoscabar la seguridad y tranquilidad del centro de 

reclusión. 

23. Entrar, permanecer o circular en áreas de acceso prohibido, o no contar con la 

autorización para ello en lugares cuyo acceso esté restringido. 

24. Lanzar consignas o lemas subversivos. 

25. Incumplir las sanciones impuestas. 

26. El incumplimiento grave al régimen interno y a las medidas de seguridad de los centros 

de reclusión. 

ARTÍCULO 7:Modifíquese el artículo 123 de la ley 65 de 1993 que quedará así: 

ARTÍCULO 123 SANCIONES : 

Las faltas leves tendrán una de las siguientes sanciones: 

1. Amonestación con anotación en su prontuario, si es un detenido, o en su cartilla biográfica, 

si es un condenado. 

2. Privación del derecho a participar en actividades de recreación hasta por ocho días. 

3. Supresión hasta de cinco visitas sucesivas. 

Para las faltas graves, se aplicarán gradualmente atendiendo a los principios de 

proporcionalidad, necesidad de la sanción y los daños ocasionados con la comisión de la 

falta, una de las siguientes sanciones: 

1. Suspensión hasta de diez visitas sucesivas. 

ARTÍCULO 8: Modifíquese el artículo 143, que quedará así: 
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ARTÍCULO 143 TRATAMIENTO PENITENCIARIO: El tratamiento penitenciario debe 

realizarse conforme a la dignidad humana y a las necesidades particulares de la personalidad 

de cada sujeto. Se verifica a través de la educación, la instrucción, el trabajo, la actividad 

cultural, recreativa y deportiva y las relaciones de familia. Se basará en el estudio científico 

de la personalidad del interno, será progresivo y programado e individualizado hasta donde 

sea posible. 

El INPEC garantizará el acceso universal al proceso de resocialización al total de la población 
privada de la libertad. 

ARTÍCULO 9: Modifíquese el artículo 144 de la Ley 65 de 1993 , que quedará así: 

ARTÍCULO 144. FASES DEL TRATAMIENTO. El sistema del tratamiento progresivo está 

integrado por las siguientes fases: 

1. Observación, diagnóstico y clasificación del interno. 

2. Alta seguridad que comprende el período cerrado. 

3. Mediana seguridad que comprende el período semiabierto. 

4. Mínima seguridad o período abierto. 

5. De confianza, que coincidirá con la libertad condicional. 

Los programas de educación penitenciaria serán obligatorios en las tres primeras fases para 

todos los internos, sin que esto excluya el trabajo. La sección educativa del INPEC en 

coordinación con el Ministerio de Educación Nacional y las instituciones pertenecientes al 

Sistema Universitario de Educación Superior suministrará las pautas para estos programas, 

teniendo en cuenta que su contenido debe abarcar todas las disciplinas orientadas a la 

resocialización del interno. 

PARÁGRAFO. La ejecución del sistema progresivo se hará gradualmente, según las 

disponibilidades del personal y de la infraestructura de los centros de reclusión, salvo las 

disposiciones de esta ley, en ningún caso se negará el derecho a la redención de la pena por 

parte de los internos,la asignación de cupos se realizará de acuerdo a los principios de 

necesidad , proporcionalidad y transparencia. 

De los honorables congresistas, 

 
 

 
 

 
 
JULIÁN GALLO CUBILLOS 
Senador de la República 

 
 
 
 

 
PABLO CATATUMBO 
Senador de la República 

 
 
 

 
 
CRISELDA LOBO 
Senadora de la República 

 

 
 
 
 
 
 
 
CARLOS ALBERTO CARREÑO 
Representante a la Cámara 

 
 

 
 

LUIS ALBERTO ALBÁN 
Representante a la Cámara 

 

 
 
JAIRO REINALDO CALA 
Representante a la Cámara 

 
 

 
 
 
GUSTAVO BOLÍVAR MORENO 
Senador de la República 
Coalición Lista de la Decencia 

 

 
 

 
OMAR DE JESÚS RESTREPO 
Representante a la Cámara 

 

 

 

 
ABEL DAVID JARAMILLO LARGO 
Representante a la Cámara 

 
 

 
AIDA AVELLA ESQUIVEL 
Senadora de la República 
Coalición Decentes-Unión Patriótica 

 
ANGELA MARÍA ROBLEDO G. 
Representante a la Cámara

 
FELICIANO VALENCIA MEDINA 
Senador de la República 
Partido MAIS 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
 
 

Objetivo del Proyecto: 
 

El objetivo del proyecto de ley es modificar la Ley 65 de 1993, en aras de garantizar el derecho 

al libre desarrollo de la personalidad de las mujeres y las diversidades sexuales que se 

encuentran privadas de la libertad, así como prevenir las violencias basadas en género en los 

centros penitenciarios. 

Contextualización del proyecto: 
 

La situación carcelaria que vive el país ha sido documentada de manera amplia, las falencias 

en las políticas públicas y la corriente punitisvista han desembocado en una constante 

situación que vulnera los derechos fundamentales de las personas que se encuentran 

privadas de la libertad. Diversas organizaciones han sistematizado y publicado las 

condiciones en que estas personas cumplen sus periodos de reclusión y los contantes 

abusos, a continuación se expondran los resultados realizados entre el 2015 y el 2016. 

De acuerdo con cifras del INPEC (Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario), en el país 

existen 132 establecimientos Carcelarios y Penitenciarios, con una capacidad para 81.524 

internos; estos centros albergan hoy 96.999 con una sobrepoblación 15.475 , distribuidos en 

90.068 hombres y 6.931 mujeres. 
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En materia de educación, el INPEC reporta que el nivel académico alcanzado por la mayoría 
de las personas privadas de la libertad es la básica secundaria, y se convierte en constante 

la dificultad alrededor del acceso, permanencia y resultados del proceso de resocialización. 

Como se evidencia en las cifras oficiales, ni para el caso de la enseñanza ni para el caso del 

trabajo, se alcanza el 50 % de participación de la población interna, lo que desemboca en las 

ya conocidas experiencias alrededor de la corrupción , violencia y la estigmatización que 

genera este modelo deficiente que impide la realización última de la pena. 

Situación de la población diversa, el caso de la identidad de género. 

De acuerdo con DeJusticia, entre el 2000 y 2017 la población carcelaria femenina aumento 

en un 53,3 %, para la organización las políticas con enfoque represivo que se ha utilizado en 

el manejo del problema de las drogas, ha tenido un efecto directo en este aumento. 

Las comunidades trans1 que se encuentran privadas de la libertad presentan una doble 

condición de vulnerabilidad, ya que son un grupo históricamente discriminado , pero adicional 

a ello hacen parte de la población privada de la libertad, por lo que requieren de una especial 

protección por parte del Estado. 

En términos de la capacidad punitiva del Estado, se ha ahondado en la tesis que la limitación 

de derechos que implica la pérdida de libertad, no significa bajo ninguna circunstancia la 

vulneración de los derechos fundamentales de los sujetos ue s eencuntran en los centros de 

detención , sin embargo, son constantes las denuncias que frente a esta situación se 

presentan en estos centros, es evidente pues que al ostentar de la doble condición de 

vulnerabilidad esta población se encuentra expuesta de manera reiterada a vulneraciones de 

derechos particularmente los relacionados con la dignidad humana, el libre desarrollo de la 

personalidad, la salud2 

De acuerdo con el informe de Colombia Diversa “ Muchas Veces me canso de ser fuerte “ 

publicado en el año 2016, las personas LGBT enfrentan mayores riesgos debido a los 

prejuicios hacia su orientación sexual o identidad de género. Adicionalmente, los problemas 

estructurales de las cárceles agravan la discriminación y la violencia contra esta población: el 

alto grado de hacinamiento las hace más vulnerables a la violencia; el uso arbitrario y 

prolongado de las unidades de aislamiento las expone a actos de tortura y otros tratos crueles, 

inhumanos o degradantes; y la crisis del sistema de salud agrava los padecimientos crónicos 

como los que se derivan del VIH o de intervenciones corporales artesanales. 

Frente a las disposiciones normativas que buscan el reconocimiento de derechos a la 

comunidad LGBTI, encontramos la directiva del INPEC 0010 de 2011, que en cumplimento 

de lo dispuesto por la Corte Constitucional reconoce los derechos de la población trans 

1 Colombia diversa definió en su documento “Provisió n de Servicios Afirmativos de Salud Para 
Personas LGBTI (Lesbianas, Gays, Bisexuales y Transgeneristas)”, la categoría Trans como “una 
categoría sombrilla que se usa para referirse a todas aquellas identidades que implican experiencias 
de trá nsito en el género (travestis, transgénero, transexuales y transgeneristas)”. 

2 El derecho a la salud debe ser entendido en su más amplio espectro, ya que debemos incluir los 
derechos sexuales y reproductivos. 

privada de la libertad, pero que resulta ineficiente dado que se limita a actividades de 

sensibilización, el segundo está relacionado con la búsqueda de información para caracterizar 

a los integrantes de la comunidad LGBTI que se encuentran privados de la libertad, sin 

embargo de acuerdo al informe , estos censos han vulnerado el derecho a la confidencialidad 

y la intimidad, por ello plantean el siguiente conjunto de medidas que deben adoptarse para 

atender a la población: 

Recomendaciones Colombia Diversa 

1. Producir protocolos participativos para el ingreso y uso de elementos de personas 

trans en todos los establecimientos carcelarios del pais. 

2. Garantizar la difusión e implementació n de los lineamientos diferenciales para la 
requisa de personas trans y producir protocolos especif icos para llevar a cabo sus 

traslados, como garantía de su derecho a la dignidad humana y la integridad 

personal. 

3. Garantizar el acceso a transformaciones corporales seguras para personas trans en 

el sistema de salud. 
4. Atender de manera integral necesidades diferenciales en salud de personas trans. 
5. Construir e impartir un módulo especif ico sobre derechos de personas LGBT y 

enfoque diferencial como parte de la formación permanente del personal de cus- 
todia y vigilancia en la Escuela Nacional Penitenciaria. 

6. El INPEC debe verificar la implementación de los Comité s de Enfoque Diferencial en 
todos los establecimientos y la asignación de representantes de la población LGBT 
como parte de estos escenarios de participación. 

7. Capacitar de manera especif ica y perió dica al personal que se delegue como 

responsable de hacer seguimiento a la garantía de derechos de personas LGBT en 
los establecimientos. 

8. Suspender la aplicació n del censo LGBT en el marco de las jornadas de autore- 
conocimiento 

9. Diseñar campañas y procesos de reconocimiento, sensibilización y difusió n de los 
derechos de personas LGBT. 

10. Evaluar y orientar loscriterios que está n empleando los establecimientos para la 
ubicació n de personas LGBT, en especial, de mujeres trans, en el espacio 
carcelario. 

11. Mejorar los canales de denuncia de violaciones de derechos contra personas 

lesbianas, gay, bisexuales y trans en los establecimientos carcelarios. 

12. Mejorar los sistemas de información en el trá mite de denuncias y quejas. 

13. Se requiere seguimiento permanente de la Defensoria 

enfoque diferencial. 

del Pueblo al abordaje del 

14. Implementar procesos permanentes de promoción de derechos y salud sexual y 

reproductiva con enfoque diferencial. 

15. Atacar las causas que hacen a las personas LGBT má s vulnerables a entrar al  
sistema carcelario 

16. Dimensionar el impacto de la polit ica criminal sobre ciertos sectores de la población 
LGBT. 

17. Analizar el impacto que tienen las polit icas de drogas sobre el encarcelamiento de 
las personas LGBT de los sectores socioeconó micos má s desfavorecidos. 

Referencias: 

Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC. (2012,noviembre). Hacia una Nueva 

Cultura de los Derechos Humanos. 

https://grupodeprisiones.uniandes.edu.co/images/stories/relatorias/PRISIONES- 

OCT2011/ENT.ESTATALES/INPEC/BOLETINES/boletin82noviembre2012.pdf 

Colombia Diversa. (2017,abril). Muchas veces me canso de ser fuerte”: ser lesbiana, gay, 

bisexual o trans en las cárceles de Colombia, 2015-2016. 

http://www.colombiadiversa.org/carceles2017/documentos/INFORMECARCELES.pdf 

Dejusticia.https://www.dejusticia.org/wp-content/uploads/2020/04/Mujeres-trans-privadas- 

de-libertad.-La-invisibilidad-tras-los-muros_Final.pdf 

DECLARACIÓN DE POSIBLES CONFLICTOS DE INTERÉS 

Conforme al artículo 3 de la ley 2003 de 2019, que modificó el artículo 291 de la ley 5 de 
1992, en el que se estableció que el autor del proyecto y el ponente presentarán en la 
exposición de motivos un acápite que describa las circunstancias o eventos que podrán 
generar un conflicto de interés para la discusión y votación del proyecto, se considera que el 
presente proyecto de ley, en principio, no genera conflictos de interés en atención a que se 
no genera un beneficio particular, actual y directo a los congresistas, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 1 de la Ley 2003 de 19 de noviembre de 2019; sino que, por el 
contrario, se trata de una modificación de normas de carácter general. 

Sobre este asunto ha señalado el Consejo de Estado “No cualquier interés configura la causal 
de desinvestidura en comento, pues se sabe que sólo lo será aquél del que se pueda predicar 
que es directo, esto es, que per se el alegado beneficio, provecho o utilidad encuentre su 
fuente en el asunto que fue conocido por el legislador; particular, que el mismo sea específico 
o personal, bien para el congresista o quienes se encuentren relacionados con él; y actual o 
inmediato, que concurra para el momento en que ocurrió la participación o votación del 
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congresista, lo que excluye sucesos contingentes, futuros o imprevisibles. También se tiene 
noticia que el interés puede ser de cualquier naturaleza, esto es, económico o moral, sin 
distinción alguna”3 

 
 

De los congresistas, 
 
 
 

 
 
 

 
 
JULIÁN GALLO CUBILLOS 
Senador de la República 

 
 
 
 

 
PABLO CATATUMBO 
Senador de la República 

 
 
 

 
 
CRISELDA LOBO 
Senadora de la República 

 

 
 
 
 
 
 
 
CARLOS ALBERTO CARREÑO 
Representante a la Cámara 

 
 

 
 

LUIS ALBERTO ALBÁN 
Representante a la Cámara 

 

 
 
JAIRO REINALDO CALA 
Representante a la Cámara 

 
 

 
 
 
GUSTAVO BOLÍVAR MORENO 
Senador de la República 
Coalición Lista de la Decencia 

 

 
 

 
OMAR DE JESÚS RESTREPO 
Representante a la Cámara 

 

 

 
ABEL DAVID JARAMILLO LARGO 
Representante a la Cámara 

 

 
AIDA AVELLA ESQUIVEL 
Senadora de la República 
Coalición Decentes-Unión Patriótica 

 
ANGELA MARÍA ROBLEDO G. 
Representante a la Cámara 

 

 
FELICIANO VALENCIA MEDINA 
Senador de la República 
Partido MAIS 

3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, sentencia de 10 de noviembre de 2009, radicación 
número: PI. 01180-00 (C. P. Martha Teresa Briceño de Valencia). 

 

 
ÁNGELA MARÍA ROBLEDO G. 
Representante a la Cámara 

 

 
FELICIANO VALENCIA MEDINA 
Senador de la República 
Partido MAIS 

  

SECCIÓN DE LEYES 
 

SENADO DE LA REPÚBLICA – SECRETARIA GENERAL – TRAMITACIÓN          
LEYES 

 
Bogotá D.C., 03 de Agosto de 2021  
 
Señor Presidente:  
 
Con el fin de repartir el Proyecto de Ley No.103/21 Senado “POR MEDIO DEL CUAL 
SE MODIFICA LA LEY 65 DE 1993, CÓDIGO PENITENCIARIO Y CARCELARIO, CON 
EL FIN DE GARANTIZAR LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LAS PERSONAS 
QUE SE ENCUENTRAN PRIVADAS DE LA LIBERTAD Y ALCANZAR LOS FINES 
DEL TRATAMIENTO PENITENCIARIO”, me permito remitir a su despacho el 
expediente de la mencionada iniciativa, presentada el día de hoy ante la Secretaria 
General del Senado de la República por los Honorables Senadores JULIÁN GALLO 
CUBILLOS, SANDRA RAMÍREZ LOBO SILVA, PABLO CATATUMBO TORRES 
VICTORIA, GUSTAVO BOLÍVAR MORENO, AIDA YOLANDA AVELLA ESQUIVEL, 
FELICIANO VALENCIA MEDINA; y los Honorables Representantes  CARLOS 
ALBERTO CARREÑO, LUIS ALBERTO ALBÁN, JAIRO REINALDO CALA, OMAR DE 
JESÚS RESTREPO, ABEL DAVID JARAMILLO LARGO, ANGELA MARÍA ROBLEDO.  
La materia de que trata el mencionado Proyecto de Ley es competencia de la Comisión 
PRIMERA Constitucional Permanente del Senado de la República, de conformidad con 
las disposiciones Constitucionales y Legales.  
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General  

 
 

PRESIDENCIA DEL H. SENADO DE LA REPÚBLICA – AGOSTO 03 DE 2021 
 
De conformidad con el informe de Secretaria General, dese por repartido el precitado 
Proyecto de Ley a la Comisión PRIMERA Constitucional y envíese copia del mismo a la 
Imprenta Nacional para que sea publicado en la Gaceta del Congreso. 
 
CÚMPLASE 
 
EL PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 
 
 
 
JUAN DIEGO GÓMEZ JIMÉNEZ 
 
 
SECRETARIO GENERAL DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 

 
 
 
 

GREGORIO ELJACH PACHECO 
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 104 DE 2021 SENADO

por medio del cual se desarrolla el tratamiento penal diferenciado para pequeños agricultores y agricultoras 
que estén o hayan estado vinculados con el cultivo de plantaciones de uso ilícito y las actividades derivadas 
de este, de acuerdo con las disposiciones del Punto 4.1.3.4 del acuerdo final para la terminación del conflicto 
y la construcción de una paz estable y duradera y el artículo 5° transitorio del Acto Legislativo 01 de 2017.

Bogotá D.C., agosto 3 de 2021 

 

Doctor 
GREGORIO ELJACH 
Secretario General 
Senado de la República 
Ciudad 
 
 
Asunto: Radicación del proyecto de ley “Por medio del cual se desarrolla el Tratamiento 
Penal Diferenciado para Pequeños Agricultores y Agricultoras que estén o hayan estado 
vinculados con el cultivo de plantaciones de uso ilícito y las actividades derivadas de este, 
de acuerdo con las disposiciones del punto 4.1.3.4 del Acuerdo Final para la Terminación 
del Conflicto Armado y la Construcción de una Paz Estable y Duradera y el Artículo 5 
transitorio del Acto Legislativo 01 de 2017”  

 

Respetado Secretario General: 

En cumplimiento de nuestro deber constitucional y legal, y actuando en consecuencia con 
lo establecido en la Ley 5ª de 1992, en nuestra calidad de Congresistas de la República, 
radicamos ante su despacho, para que se inicie el trámite legislativo respectivo, el 
siguiente proyecto legislativo: 

Proyecto de ley “Por medio del cual se desarrolla el Tratamiento Penal Diferenciado para 
Pequeños Agricultores y Agricultoras que estén o hayan estado vinculados con el cultivo 
de plantaciones de uso ilícito y las actividades derivadas de este, de acuerdo con las 
disposiciones del punto 4.1.3.4 del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto 
Armado y la Construcción de una Paz Estable y Duradera y el Artículo 5 transitorio del 
Acto Legislativo 01 de 2017” 

 

De los honorables congresistas, 

 
JULIÁN GALLO CUBILLOS 
Senador de la República 

 
PABLO CATATUMBO  
Senador de la República 

 
CRISELDA LOBO  
Senadora de la República 

 
 
CARLOS ALBERTO CARREÑO 
Representante a la Cámara 

 
 
 
 
 

 
LUIS ALBERTO ALBÁN 
Representante a la Cámara 

 

 
 
JAIRO REINALDO CALA 
Representante a la Cámara 

 
 
 
 
 
 
GUSTAVO BOLÍVAR MORENO 
Senador de la República  

 
 

 
 
IVÁN CEPEDA CASTRO 
Senador de la República 

 

 
 
 
OMAR DE JESÚS RESTREPO 
Representante a la Cámara 

 
 
 
 
 
 
 
FELICIANO VALENCIA MEDINA 
Senador de la República 
Partido MAIS 

 
ANTONIO SANGUINO PÁEZ 
Senador de la República 
Alianza Verde LUIS FERNANDO VELASCO CHAVES 

Senador de la República 

 
ABEL DAVID JARAMILLO LARGO 
Representante a la Cámara 

 

 
AIDA AVELLA ESQUIVEL 
Senadora de la República 
Coalición Decentes-Unión Patriótica 

PROYECTO DE LEY NÚMERO ________ DE 2021 

 

POR MEDIO DEL CUAL SE DESARROLLA EL TRATAMIENTO PENAL 
DIFERENCIADO PARA PEQUEÑOS AGRICULTORES Y AGRICULTORAS QUE 

ESTÉN O HAYAN ESTADO VINCULADOS CON EL CULTIVO DE PLANTACIONES 
DE USO ILÍCITO Y LAS ACTIVIDADES DERIVADAS DE ESTE, DE ACUERDO CON 

LAS DISPOSICIONES DEL PUNTO 4.1.3.4 DEL ACUERDO FINAL PARA LA 
TERMINACIÓN DEL CONFLICTO Y LA CONSTRUCCIÓN DE UNA PAZ ESTABLE Y 

DURADERA Y EL ARTÍCULO 5 TRANSITORIO DEL ACTO LEGISLATIVO 01 DE 
2017  

 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,  

 

DECRETA:  

 

Artículo 1. Para aquellos pequeños agricultores y agricultoras que de conformidad con 
el artículo sexto (6°) del Decreto Ley 896 de 2017, cumplan con los requisitos para 
acceder al Programa Nacional Integral de Sustitución de cultivos de uso ilícito PNIS, u 
otros programas de Desarrollo Alternativo que pudieran ponerse en marcha, y se 
suscriban a éste hasta dentro del año siguiente a la entrada en vigencia de la presente 
ley, se garantizará un tratamiento penal diferenciado. 

Artículo 2. El tratamiento penal diferenciado consistirá en la renuncia, por parte de la 
autoridad competente, al inicio y ejercicio de la acción penal, a la continuidad de dicha 
acción, a la extinción de la acción penal en su contra, a la extinción de la pena o la 
extinción de la acción de extinción de dominio, según sea el caso, por las conductas 
tipificadas en los artículos 375, 376, 377 y 382 de la ley 599 de 2000, por una sola vez, 
previa verificación del cumplimiento de los compromisos adquiridos en el marco del 
Programa, y cuyas conductas se refieran exclusivamente a alguna de las descritas en el 
Artículo 8. 
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Artículo 3. La suscripción al Programa Nacional Integral de Sustitución de cultivos de uso 
ilícito se da por hecha en el caso de los agricultores y las agricultoras que, al momento 
de ser expedida esta Ley, hayan realizado acuerdos de sustitución voluntaria, y podrá 
realizarse en el caso de nuevas familias que se acojan al mismo, mediante un acta de 
compromiso individual o el documento que haga sus veces, en las que el beneficiario 
manifestará su decisión de renunciar a cultivar o mantener los cultivos de uso ilícito o a 
reincidir en ello, así como a suspender cualquier tipo de relación con actividades 
asociadas al mismo. 

Artículo 4. Durante los dos años siguientes a la suscripción del compromiso individual o 
el documento que haga de sus veces, el Programa Nacional Integral de Sustitución de 
Cultivos de Uso Ilícito deberá verificar el cumplimiento de los compromisos adquiridos por 
parte del beneficiario del Tratamiento Penal aquí previsto y comprobar la implementación 
efectiva del Programa. Dentro de este periodo las autoridades no podrán iniciar o 
continuar con el ejercicio de la acción penal por aquellos hechos que dieron origen a la 
suscripción del Programa Nacional Integral de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito y 
cumplir con los demás requisitos de la presente ley; si los hechos son posteriores a la 
suscripción del acta de compromiso o del documento que haga sus veces, y pueden ser 
constitutivos de una infracción penal, las autoridades no perderán su competencia o 
ejercicio de acción, de conformidad con las disposiciones legales correspondientes, tras 
haber comprobado la efectiva implementación del Programa. 

Una vez cumplido el periodo de verificación y comprobado el pleno cumplimiento de los 
compromisos mutuos adquiridos en el marco del programa de sustitución voluntaria, se 
extinguirá la acción penal para procesados, la pena para condenados y la acción de 
extinción de dominio respecto de bienes de estos. En todos los casos se extinguirán los 
antecedentes judiciales de las bases de datos de quienes accedan al beneficio y cumplan 
el periodo de verificación.     

Artículo 5. Si se establece que durante el periodo de verificación la persona beneficiada 
con el tratamiento penal diferenciado ha incumplido sus compromisos unilateralmente, el 
PNIS revocará el acta de compromiso o el documento que haga sus veces y no podrá 
suscribirse de nuevo. En tal  caso, informará inmediatamente este hecho a las 
autoridades competentes para que inicien o continúen con el ejercicio de la acción penal 
cuando se trate de procesados, el cumplimiento de la pena para condenados y el proceso 
de extinción de dominio respecto de sus bienes. 

Artículo 6. No podrán acceder al tratamiento penal diferenciado aquellos financiadores 
de las plantaciones o cosechas que pertenezcan a una organización criminal, o que no 
cumplan con los requisitos para acceder al Programa Nacional Integral de Sustitución de 
cultivos de uso ilícito PNIS, u otros programas de Desarrollo Alternativo que pudieran 
ponerse en marcha. 

Tampoco será aplicable cuando el posible beneficiario esté siendo procesado o haya sido 
condenado por el delito del artículo 375 de la ley 599 de 2000 en concurso con otros 
delitos, salvo los contemplados en los artículos 376, 377 y 382, y cuyos hechos se refieran 
exclusivamente a alguna de las conductas descritas en el Artículo 8. 

Artículo 7. Para la verificación de los requisitos que permiten acceder al Programa 
Nacional Integral de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito, la entidad encargada de su 
implementación deberá corroborar, además de lo dispuesto en el artículo sexto (6°) del 
Decreto Ley 896 de 2017, (1) la relación económica existente entre las actividades 
vinculadas al cultivo y la subsistencia del núcleo familiar; (2) el tipo de plantas sembradas 
y; (3) el área de terreno con cultivos de uso ilícito, cuya extensión máxima será definida 
por las instancias para la ejecución del PNIS y las instancias territoriales de coordinación 
y gestión de este, en conjunto con las Asambleas Comunitarias que lo integran, de 
acuerdo a las características específicas del territorio, en un plazo no superior a 6 meses 
contados a partir de la expedición de la presente ley. 

Artículo 8: Se entienden actividades vinculadas al cultivo de uso ilícito las realizadas por 
las siguientes personas: 

a.  Amediero: Es aquel pequeño agricultor o agricultura que, previo acuerdo 
con quien ostenta alguna relación jurídica con el predio, realiza en dicho 
lugar, las actividades de cultivo, conservación o financiación de plantas o 
semillas de uso ilícito. 

 
b.   Cuidandero: Es aquel pequeño agricultor o agricultura encargada de la 

guarda, protección y conservación de la plantación o sus semillas.  
 
c.    Cultivador: Es aquel pequeño agricultor o agricultura que siembra el cultivo 

de uso ilícito en su finca y, en el caso de la coca, la transforma en pasta. 
 
d.  Recolector: Es   aquel pequeño agricultor o agricultura que vende su mano 

de obra para cosechar plantaciones de uso ilícito que no le pertenecen. 
 
e. Trabajadores domésticos: son aquellas personas que realizan labores de 

cuidado, sobre todo mediante la preparación de alimentos, a las demás 
personas intervinientes en las actividades vinculadas a los cultivos de uso 
ilícito, y cuyos ingresos dependen principalmente de esta actividad. 

Artículo 9. Si el imputado, acusado o condenado beneficiario se encuentra privado de la 
libertad, la Fiscalía y la Procuraduría deberán solicitar al Juez de Control de Garantías, 
de Conocimiento o de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, según sea el caso, 
se ordene su libertad condicional o provisional, de inmediato. El imputado, acusado o 
condenado también podrá solicitarlo y la autoridad judicial podrá igualmente ordenarla de 
oficio. Los términos del proceso y la ejecución de la pena quedan suspendidos hasta 
cumplir satisfactoriamente con el periodo de verificación. 

Artículo 10. Se priorizarán los casos de mujeres con cargas familiares sobre las demás 
solicitudes. Los funcionarios del Programa, la Fiscalía General de la Nación y el Consejo 
Superior de la Judicatura o quien haga sus veces, dispondrán de programas de 

capacitación en temas de género para garantizar el acceso a los trámites y 
procedimientos previstos. 

Artículo 11. La Comisión de Seguimiento, Impulso y Verificación- CSIVI podrá realizar 
seguimiento a la aplicación de los beneficios penales y tratamiento diferenciado y sus 
efectos, consagrados en la presente ley.  

Artículo 12. Vigencia. La presente ley empezará a regir a partir de la fecha de su 
promulgación. 

 
De los honorables congresistas,  
 
 
 
 
 
 

 

 
JULIÁN GALLO CUBILLOS 
Senador de la República 

 

 
PABLO CATATUMBO  
Senador de la República 

 
CRISELDA LOBO  
Senadora de la República 

 
 
CARLOS ALBERTO CARREÑO 
Representante a la Cámara 

 

 
LUIS ALBERTO ALBÁN 
Representante a la Cámara 

 

 
 
JAIRO REINALDO CALA 
Representante a la Cámara 

 

 
OMAR DE JESÚS RESTREPO 

 
 
 
 
 
IVÁN CEPEDA CASTRO 

Representante a la Cámara Senador de la República 

 
ANTONIO SANGUINO PÁEZ 
Senador de la República 
Alianza Verde LUIS FERNANDO VELASCO CHAVES 

Senador de la República 

 
ABEL DAVID JARAMILLO LARGO 
Representante a la Cámara 

 

 
AIDA AVELLA ESQUIVEL 
Senadora de la República 
Coalición Decentes-Unión Patriótica 

 
 
 
 
 
 
FELICIANO VALENCIA MEEDINAL 
Senador de la República 
Partido MAIS 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Como su nombre lo indica, el presente proyecto es consecuencia directa del Acuerdo 
Final para la Terminación del Conflicto Armado y la Construcción de una Paz Estable y 
Duradera, particularmente de las disposiciones contenidas en el punto 4.1.3.4.  

En el proceso de implementación del Acuerdo, al interior de la CSIVI se discutieron y 
consensuaron algunos contenidos relativos a los proyectos que se radicaron 
anteriormente y, sobre todo, a la exposición de motivos que hoy se mantienen vigentes. 
En consecuencia, parte de la argumentación que a continuación se expone, recoge los 
estudios y aportes que se hicieron en aquél entonces en la mencionada instancia. Con tal 
claridad se procede.    

I. OBJETO DEL PROYECTO. 
 
El Proyecto tiene por objeto crear mecanismos sociales y administrativos para brindar un 
tratamiento penal diferencial, transitorio y condicionado, a personas vinculadas a 
actividades relacionadas con el cultivo de plantaciones de uso ilícito, con el fin de aportar 
elementos para la construcción y consolidación de una Paz estable y duradera. En esa 
dirección, se crean herramientas que ofrecen alternativas dirigidas a reducir la 
judicialización, limitar el uso del encarcelamiento como retribución penal y disminuir el 
tiempo efectivo de privación de libertad de aquellos pequeños agricultores y agricultoras 
que de conformidad con el artículo sexto (6°) del Decreto Ley 896 de 2017, cumplan con 
los requisitos para acceder al Programa Nacional Integral de Sustitución de cultivos de 
uso ilícito, PNIS, u otros programas de Desarrollo Alternativo que pudieran ponerse en 
marcha, y se suscriban a éste hasta dentro del año siguiente a la entrada en vigencia de 
la ley, que estén siendo procesados o hayan sido condenados, por los delitos tipificados 
en los artículos 375, 376, 377 y 382 de la Ley 599 de 2000.  
 
Lo anterior responde también a la necesidad de adoptar una nueva política criminal en 
torno a la llamada “lucha contra las drogas”, que no se dirija a la judicializac ión como 
medida primigenia, sino al perfeccionamiento de políticas que aporten a la reconciliación 
nacional, la reconstrucción del tejido social, el desarrollo económico y social del país; y, 

en este caso particularmente, de las comunidades afectadas por el fenómeno de los 
cultivos de uso ilícito. 
 

II. Contextualización del proyecto de ley. 
 

El Acuerdo Final logrado entre las FARC- EP y el Estado colombiano, refleja la intención 
de las partes de encontrar una solución al problema de las drogas ilícitas a partir de los 
componentes básicos de la sustitución y erradicación de cultivos ilícitos, la prevención del 
consumo de sustancias psicoactivas, la lucha contra el narcotráfico y el lavado de activos. 
Para contribuir con el propósito de la sustitución y erradicación de cultivos ilícitos, en el 
acuerdo se pactó un tratamiento penal diferencial para pequeños cultivadores en aras de 
contribuir a la transformación económica y social de los territorios afectados por la 
problemática de las drogas ilícitas e intensificar la lucha contra los actores u 
organizaciones dedicadas al narcotráfico. 

Como lo reconoce el Acuerdo Final, la persistencia del problema de las drogas ilícitas, 
está ligada a la existencia de condiciones de pobreza y marginalidad, debilidades de la 
política estatal y la existencia de organizaciones criminales dedicadas al narcotráfico, que 
a su vez inciden en formas específicas de violencia que han atravesado, alimentado y 
financiado el conflicto armado interno. Aunque la política de lucha contra las drogas 
ejecutada en los últimos 30 años refleja algunos avances para enfrentar la problemática 
de las drogas ilícitas,  como el desmantelamiento de bandas dedicadas al narcotráfico en 
toda su cadena (cultivo, producción, distribución y comercialización) y la erradicación 
considerable de hectáreas de plantaciones de uso ilícito; el fenómeno de las drogas 
ilícitas persiste en diferentes regiones del país. Esto demuestra que la política no ha 
logrado los resultados esperados. 

A tono con la dificultad planteada, la presente ley pretende reorientar los esfuerzos de la 
política de lucha contra las drogas que venía implementándose hasta antes del Acuerdo 
Final, con el fin de adoptar medidas legislativas urgentes que respondan coherentemente 
a lo acordado entre el Gobierno Nacional y las FARC EP,  de manera que se garantice la 
sostenibilidad del Acuerdo Final y se logré un tratamiento penal razonable y 
proporcionado para los pequeños cultivadores de plantaciones de uso ilícito.  

Para tales efectos, el sub-punto 4.1.3.4. del Acuerdo Final (Solución al problema de las 
drogas ilícitas), señala lo siguiente: 

“En el marco del fin del conflicto y en razón de su contribución a la 
construcción de la paz y al uso más efectivo de los recursos judiciales contra 
las organizaciones criminales vinculadas al narcotráfico y a partir de una 
visión integral de la solución definitiva al problema de los cultivos de uso 
ilícito, que tiene un origen multicausal, incluyendo causas de orden social y 
con el fin de facilitar la puesta en marcha del PNIS, el Gobierno se 

compromete a tramitar los ajustes normativos necesarios que permitan 
renunciar de manera transitoria al ejercicio de la acción penal o proceder con 
la extinción de la sanción penal contra los pequeños agricultores y 
agricultoras que estén o hayan estado vinculados con el cultivo de cultivos 
de uso ilícito cuando, dentro del término de 1 año, contado a partir de la 
entrada en vigencia de la nueva norma, manifiesten formalmente ante las 
autoridades competentes, su decisión de renunciar a cultivar o mantener los 
cultivos de uso ilícito. El Gobierno Nacional garantizará durante este año el 
despliegue del PNIS en todas las zonas con cultivos de uso ilícito para que 
se puedan celebrar los acuerdos con las comunidades e iniciará su 
implementación efectiva. El ajuste normativo deberá reglamentar los criterios 
para identificar quienes son los pequeños agricultores y agricultoras de 
cultivos de uso ilícito. La manifestación voluntaria de renuncia al cultivo de 
uso ilícito y a la permanencia en dicha actividad, podrá darse de manera 
individual, o en el marco de acuerdos de sustitución con las comunidades. 
Este tratamiento podrá ser revocado por reincidencia en las conductas 
asociadas a cualquier eslabón de la cadena de producción de los cultivos de 
uso ilícito y sus derivados. Se dará prioridad en la implementación a los 
programas de sustitución de cultivos de uso ilícito”. 

A su vez, el sub-punto 6.1.9. (Prioridades para la implementación normativa), supone 
garantizar lo siguiente: 

“El Acuerdo Final se incorporará conforme a las normas constitucionales. De 
forma prioritaria y urgente se tramitarán los siguientes proyectos normativos 
conforme al procedimiento establecido en el Acto Legislativo 1 de 2016 o 
mediante otro Acto legislativo en caso de que el anterior procedimiento no 
estuviera vigente: 

“Ley de tratamiento penal diferenciado para delitos relacionados con los 
cultivos de uso ilícito, cuando los condenados o procesados sean 
campesinos no pertenecientes a organizaciones criminales, (…)”. 

Así mismo, el artículo 5 transitorio del Acto Legislativo 01 de 2017, señaló lo siguiente: 

“(…) La ley reglamentará el tratamiento penal diferenciado a que se refiere el 
numeral 4.1.3.4. del Acuerdo Final en lo relativo a la erradicación voluntaria 
de cultivos ilícitos, y determinará, conforme a lo establecido en el Acuerdo 
Final, en qué casos y bajo qué circunstancias corresponde a la jurisdicción 
ordinaria la investigación y juzgamiento de los delitos de conservación y 
financiamiento de plantaciones (artículo 375 del Código Penal), tráfico, 
fabricación o porte de estupefacientes (artículo 376 del Código Penal) y 
destinación ilícita de muebles o inmuebles (artículo 377 del Código Penal) 

cometidos por las personas respecto de quienes la JEP tendría competencia” 
(…). 

Atendiendo lo anterior, el acto legislativo incorpora a la Constitución Política una nueva 
renuncia al ejercicio de la acción penal, a la extinción de la acción penal y extinción de la 
sanción penal, de acuerdo a lo previsto en el punto 4.1.3.4. del Acuerdo Final de la 
Habana. Dicho punto contempla dos condiciones particulares para el tratamiento penal 
diferencial: (i). La suscripción de un compromiso de renuncia a cultivar o mantener los 
cultivos de uso ilícito; y (ii). Acogerse al Programa de Sustitución de Plantaciones de Uso 
Ilícito que adopte el Gobierno Nacional.  

En desarrollo de lo anterior, la presente ley reglamentará el artículo 5 transitorio del Acto 
Legislativo 01 de 2017, con el fin de permitir que la renuncia a la acción penal, la extinción 
de la acción penal y la extinción de la sanción penal prevista en el punto 4.1.3.4. del 
Acuerdo Final, pueda aplicarse a las situaciones enunciadas en dicho acto legislativo 
relacionada con las plantaciones de cultivos de uso ilícito. 

III. JUSTIFICACIÓN 
 
El Acuerdo de Paz plantea como uno de sus puntos fundamentales para la consolidación 
de una Paz estable y duradera, encontrar una solución al problema de las drogas ilícitas, 
entre otras cosas, a partir de los componentes básicos de la sustitución y erradicación de 
cultivos de uso ilícito, la prevención del consumo de sustancias psicoactivas y la lucha 
contra el narcotráfico y el lavado de activos. Para contribuir con el propósito de la 
sustitución y erradicación de cultivos ilícitos, en el Acuerdo se pactó un tratamiento penal 
diferencial para pequeños agricultores y agricultoras vinculados al cultivo, en aras de 
contribuir a la transformación económica y social de los territorios afectados por la 
problemática de las drogas ilícitas e intensificar la lucha contra los actores u 
organizaciones dedicadas al narcotráfico. 
 
Como lo plantea el Acuerdo Final, la persistencia del problema de las drogas de uso ilícito, 
está ligado a la existencia de condiciones de pobreza y marginalidad, debilidades de la 
política social estatal y a la existencia de organizaciones criminales dedicadas al 
narcotráfico, que a su vez inciden en formas específicas de violencia que han atravesado, 
alimentado y financiado el conflicto armado interno. En ese contexto, en 30 años de la 
llamada “guerra contra las drogas”, esta ha demostrado su rotundo fracaso, pese a que 
anualmente el Estado colombiano destina en ella más de 1 billón de pesos, sin incluir los 
gastos de seguridad y defensa1. 
 
En consecuencia con ello, el proyecto pretende aportar elementos tendientes a reorientar 
los esfuerzos de tal política, con el fin de adoptar medidas legislativas urgentes que 

                                                             
1 INFORME DE GESTIÓN -Fundación Ideas para la Paz 2017 
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respondan coherentemente a lo acordado entre el Estado de Colombia y las FARC EP, 
de manera que se garantice la sostenibilidad del Acuerdo Final y se logre un tratamiento 
penal razonable y proporcionado para los pequeños agricultores y agricultoras vinculados 
a estas plantaciones.  
 
Los cultivos de uso ilícito en los territorios o zonas afectados trascienden el hecho de 
economías o actividades productivas fuera de la legalidad. La adecuación de estas zonas 
se genera por la confluencia de una serie de factores asociados en su mayoría a 
componentes sociales y económicos que contribuyen a presionar la vinculación de la 
población a este tipo de dinámicas, por la confluencia de situaciones de vulnerabilidad 
como la indigencia, marginalidad, analfabetismo, baja escolaridad, falta de empleo y 
desarrollo, entre otras.  
 
Ahora bien, según el último Informe de Monitoreo de Territorios Afectados con Cultivos 
Ilícitos 2019, de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, del total de 
cultivos de coca en el territorio nacional, aproximadamente el 81% se concentra en sólo 
5 departamentos: Nariño, Putumayo, Norte de Santander, Cauca y Caquetá, y 
aproximadamente el 44% del área sembrada se concentra en diez municipios de los 
primeros cuatro departamentos referidos. Según el anterior informe publicado por el 
SIMCI (2018), el 33% de los cultivos de uso ilícito se encuentra en zonas ubicadas a más 
de 10km de cualquier centro poblado. 
 
Según el informe recientemente publicado, estos fueron los 10 primeros:  
 
Municipio Departamento  

Tibú Norte de Santander 

Tumaco Nariño 

Puerto Asís Putumayo 

El Tambo Cauca 

Sardinata Norte de Santander 

El Charco Nariño 

El Tarra Norte de Santander 

Orito Putumayo 

Tarazá Antioquia 

Barbacoas Nariño 

Existe cada vez mayor consenso en torno a que sí las políticas y su implementación en 
las zonas de producción ilícita no modifican las condiciones económicas y sociales del 
territorio afectado, los cultivos de uso ilícito se mantendrán y se incrementarán con 
impactos negativos en el mediano y largo plazo.  
 
En efecto, en la pasada legislatura se llevó a cabo una Audiencia Pública con 
organizaciones campesinas en el marco de la discusión del proyecto presentado en ese 
entonces, cuyos planteamientos son plenamente vigentes. Una de las ponencias 
consideró: “ratificamos, nuevamente, que los campesinos y las FARC hemos cumplido, 
por ende, exigimos al Gobierno Nacional y al congreso la no penalización del pequeño 
cultivador, que como parte del primer eslabón de la cadena de producción es quien menos 
beneficio recibe y adicionalmente, la excarcelación de pequeños cultivadores que con 
anterioridad a la vigencia de la ley que se expida hayan sido juzgados o procesado por el 
sistema penal.  
 
Nosotros consideramos, que más allá que resultados en cifras, necesitamos el 
cumplimiento de salidas integrales como un verdadero trato diferencial no para los 
“criminales” sino para el campesinado, que le permita vivir en la legalidad, un trato de 
dignidad con opciones reales de sostenibilidad económica y social.  
 
Adicionalmente, la ley también debe incluir a aquellas personas que intervienen en el 
ámbito de la producción como trabajadores agrícolas, recolectores, obreros en el proceso 
de transformación de la hoja en pasta base, mujeres que prestan sus servicios de 
preparación de alimentos y otras labores domésticas y pequeños transportistas, pues se 
trata de actores que participan en el escenario de producción y de relaciones locales de 
mercado como sujetos de economías de subsistencia, comúnmente definidas como 
economías familiares y en su mayoría en condiciones de pobreza y de vulnerabilidad2.” 
 
III.I Necesidad de implementar estrategias integrales en la solución al problema de 
las drogas ilícitas.  
 
Las situaciones de vulnerabilidad enunciadas anteriormente, se han exacerbado debido 
a las políticas basadas en el uso de la fuerza y el uso del derecho penal para combatir 
los problemas relacionados a las drogas de uso ilícito. Esto ha ocasionado impactos 
sociales y ambientales que agravan las condiciones de marginalidad de las poblaciones 
afectadas por cultivos de uso ilícito.  
 

                                                             
2 TRATAMIENTO PENAL DIFERENCIADO: EL CAMINO HACIA LA SUSTITUCIÓN REAL DE LOS 
CULTIVOS DE USO ILÍCITO Y LA CONSTRUCCIÓN DE LA PAZ CON JUSTICIA SOCIAL. COMPONENTE 
CNR FARC EN EL PNIS. Gaceta 419 de 2019.  

Según datos de su Dirección, a 31 de diciembre de 2020 se habían inscrito 99.077 familias 
al Programa Nacional de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito, PNIS; entre las que se 
encuentran cultivadores de ilícitos, campesinos que no tienen cultivos ilícitos, pero se 
encuentran en zonas afectadas por el fenómeno; y recolectores que venden su mano de 
obra en los cultivos ilícitos. De estas, 41.911 (42% aproximadamente) no habían recibido 
ningún beneficio hasta entonces. Además de ello, la Coordinadora Nacional de 
Cultivadores de Coca, Amapola y Marihuana -COCCAM- denunció que al 31 de diciembre 
de 2018, 47 miembros de su organización fueron víctimas de muertes violentas.  
 
En contraste, según Informe Ejecutivo de la Oficina de las Naciones Unidas contra la 
Droga y el Delito -UNODC-, los agricultores y agricultoras inscritos en el Programa 
han cumplido sus compromisos de sustitución voluntaria en un índice del 90%. 
 
Ahora bien, es urgente y necesario el diseño de estrategias integrales para que las 
comunidades campesinas puedan desarrollar economías lícitas bajo un entorno 
institucional que permita reducir los riesgos que implican para el cultivador estar bajo la 
dinámica de una economía ilícita, es decir, al lado de los programas de sustitución de 
cultivos de uso ilícito, es necesario, tal como está contemplado en el Acuerdo Final para 
la Terminación del Conflicto y la Construcción de  una Paz Estable y Duradera, garantizar 
el acceso de los campesinos a la tierra, formalizar la tenencia de la misma, la construcción 
de infraestructura social, como vías de penetración que permitan vincular esos territorios 
al mercado nacional; así como fortalecer la seguridad humana territorial, la garantía de 
derechos en el acceso a justicia, educación, vivienda y salud, y la provisión de bienes y 
servicios que permitan el progreso económico y el bienestar de la población.  
 
Por tal razón, el compromiso actual del Estado se debe basar en modificar las condiciones 
que favorecen la existencia de cultivos de uso ilícito y otras economías ilegales con control 
territorial, como la minería ilegal y la explotación ilícita de maderas, entre otras. De otro 
lado, se promueve un enfoque de política de droga, orientado a desarticular las 
estructuras de criminalidad organizada; control efectivo a los incentivos económicos del 
narcotráfico y aumentar la capacidad del Estado para fortalecer la actividad operacional 
primordialmente en la ubicación y desarticulación de centros o complejos de producción 
de mayor valor agregado que hacen parte de la cadena intermedio-superior de la 
producción, relacionada con los puntos o actores estratégicos del mercado. 
 
III.II Judicialización de pequeños agricultores y agricultoras. 
 
A pesar de las distintas políticas de mano dura implementadas y los altos recursos 
invertidos para enfrentar la problemática de las drogas, los resultados no han alcanzado 
los logros esperados en términos de reducción de la demanda y oferta de 
estupefacientes; prueba de ello, es que las estructuras criminales se han fortalecido y 
transformado ante los diversos retos del mercado y el encarcelamiento ha afectado 

principalmente a pequeños cultivadores, pequeños expendedores y consumidores, que 
son reconocidos como los eslabones más débiles de la cadena del narcotráfico. 
 
En efecto, a pesar de las penas impuestas y sus aumentos reiterados, el encarcelamiento 
no ha tenido impacto alguno en la reducción de los cultivos ilícitos, pero sí ha afectado a 
uno de los eslabones más débiles de la cadena del narcotráfico, como son las familias 
campesinas que se encuentran relacionadas con el cultivo de plantas de uso ilícito y sus 
actividades conexas.  
 
El comportamiento de las capturas por el delito de Conservación y financiación de 
plantaciones del año 2005 a 2018, muestra que para el año 2009 se presentó un alza 
considerable comparada con los otros años, consistente en 901 capturas, tendencia que 
disminuyó notablemente en los años posteriores. Si bien no se tiene certeza sobre la 
causa de este aumento, por lo regular estos picos responden a políticas coyunturales que 
a un verdadero aumento en la comisión del delito.  
 
Entre noviembre de 2016 y junio de 2019 se reportaron 306 capturas por el delito de 
conservación o financiación de plantaciones, de las cuales 253 se presentaron en 
desarrollo de operativos que permitieron adelantar las capturas en flagrancia. Del total de 
personas capturadas (306), el 95% fueron hombres (275) y el 5% (31) mujeres.  
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 Capturas por Conservación y financiación de plantaciones, Art (375. C.P), 
por departamento. 11/2016-06/2019. 

 
La mayor parte de las capturas ocurridas entre noviembre de 2016 y junio de 2019, se 
presentaron en el departamento de Antioquia (96 capturas), seguido del Cauca (42), 
Putumayo (29), Norte de Santander (21), Vichada (20), Nariño, Caquetá y Valle del 
Cauca. 
 

 
 

Fuente: Fiscalía General de la Nación  
 

. 

 Rangos etarios capturas por Conservación o financiación de plantaciones 
Art.375 C.P. 11/2016-06/2019 

 
Con respecto a los rangos etarios, se tiene que de las 306 personas capturadas entre 
noviembre de 2016 y junio de 2019, 1 era menor de edad en el momento de la captura; 9 
tenían entre 15 y 19 años; 28 tenían entre 20 y 24 años; 42 entre 25 y 29 años. 35 entre 
30 y 34 años; y 37 entre 35 y 39 años.  

Fuente: Fiscalía General de la Nación 
 

 
III.III Renuncia al ejercicio de la acción penal, la extinción de la acción penal o 
extinción de la pena.  
 
Dentro del marco del fin del conflicto, se contempla la necesidad de reconocer tratamiento 
penal diferenciado a los pequeños cultivadores que estén o hayan estado vinculados al 
delito de conservación o financiación de plantaciones, bajo un enfoque de derechos 
humanos y género, que promueva la implementación de planes integrales de erradicación 
y sustitución de cultivos de uso ilícito con el potencial para superar las condiciones de 
vulnerabilidad de las comunidades afectadas por dicha actividad ilícita.  
 
Como se señaló en el proyecto de ley, la renuncia al ejercicio de la acción penal, la  
extinción de la acción penal o la extinción de la pena planteada en el Acto Legislativo 01 
de 2017, creó un marco constitucional que permite un tratamiento penal diferenciado para 
los delitos ordinarios referidos en el Acuerdo Final que no están en el ámbito de aplicación 
de los mecanismos de justicia transicional y que por su influencia y conexión con el 
conflicto armado interno y la relación con la  actividad que el grupo armado al margen de 
la ley desarrollaba en determinado territorio, merecen un tratamiento diferenciado en el 
marco de la política y justicia transicional del Estado, como es el caso de los delitos 
cometido por los pequeños cultivadores. 

Para reconocer un tratamiento penal diferenciado a las personas responsables del delito 
previsto en el artículo 375 de la Ley 599 de 2000 y a algunas de las conductas descritas 
en los artículos 376, 377 y 382, cuando se trate de pequeños agricultores, la aplicación 
del artículo 5 transitorio del citado Acto Legislativo, requiere de la implementación de una 
estrategia de erradicación y sustitución de cultivos de uso ilícito que en un contexto de 
reconciliación y fomento de la productividad en las regiones que históricamente han sido 
afectadas por cultivos de uso ilícito, contribuya a reducir los efectos negativos que sobre 
las comunidades o familias campesinas pueden generar las medidas judiciales de 
carácter penal, en especial los efectos que se desprenden del principio de oportunidad 
del artículo 250 constitucional y la utilización de las medidas privativas de la libertad 
previstas en la Ley 599 de 2000 y 906 de 2004. 
 
La importancia de la aplicación del tratamiento penal diferenciado a partir de la estrategia 
enunciada, radica en la pretensión de intervención del Estado en zonas altamente 
vulnerables, lo cual requiere de una oferta institucional integral que fomente la 
productividad y la generación de ingresos de carácter lícito. Con todo lo anterior, 
reconocer que el cultivador o su núcleo familiar no se lucran en gran medida del cultivo 
de plantaciones de uso ilícito y que sus conductas dependen en gran medida de la 
desatención o de las dificultades que trae consigo el aislamiento de los servicios básicos 
que trajo consigo el conflicto armado; sugiere para el Estado la aplicación de políticas 
dirigidas al fortalecimiento de los territorios afectados, la reducción de los daños derivados 
del tratamiento penal y redirigir  los esfuerzos institucionales hacía la lucha contra las 
organizaciones criminales dedicadas al narcotráfico. 
 
En esa dirección, conscientes de que la política criminal del Estado debe mantener 
criminalizado el delito de cultivo o conservación de plantaciones previsto en el artículo 
375 de la Ley 599 de 2000 conforme a las convenciones internacionales ratificadas por 
Colombia3, es necesario flexibilizar la judicialización de los responsables del delito 
previsto en el artículo 375 de la 599 de 2000 y a algunas de las conductas descritas en 
los artículos 376, 377 y 382, cuando se trate de pequeños agricultores, de manera que la 
respuesta primigenia del Estado frente a los pequeños agricultores y agricultoras de 
plantaciones de uso ilícito, se convierta en la aplicación de  programas de sustitución de 
cultivos de uso ilícito y no la utilización de las medidas privativas de la libertad. 
 
DECLARACIÓN DE POSIBLES CONFLICTOS DE INTERÉS 

Conforme al artículo 3 de la ley 2003 de 2019, que modificó el artículo 291 de la ley 5 de 
1992, en el que se estableció que el autor del proyecto y el ponente presentarán en la 
exposición de motivos un acápite que describa las circunstancias o eventos que podrán 
generar un conflicto de interés para la discusión y votación del proyecto, se considera que 
                                                             
3 Convención única sobre Estupefacientes de 1961, artículo 22 y Convención de las Naciones Unidas contra 
el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas de 1988, artículo 3. 

el presente proyecto de ley, en principio, no genera conflictos de interés en atención a 
que se no genera un beneficio particular, actual y directo a los congresistas, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 1 de la Ley 2003 de 19 de noviembre de 
2019; sino que, por el contrario, se trata de una modificación de normas de carácter 
general.  

Sobre este asunto ha señalado el Consejo de Estado “No cualquier interés configura la 
causal de desinvestidura en comento, pues se sabe que sólo lo será aquél del que se 
pueda predicar que es directo, esto es, que per se el alegado beneficio, provecho o 
utilidad encuentre su fuente en el asunto que fue conocido por el legislador; particular, 
que el mismo sea específico o personal, bien para el congresista o quienes se encuentren 
relacionados con él; y actual o inmediato, que concurra para el momento en que ocurrió 
la participación o votación del congresista, lo que excluye sucesos contingentes, futuros 
o imprevisibles. También se tiene noticia que el interés puede ser de cualquier naturaleza, 
esto es, económico o moral, sin distinción alguna”4 

 

 

Por los honorables congresistas, 

 

 
 

 

 
JULIÁN GALLO CUBILLOS 
Senador de la República 

 

 
PABLO CATATUMBO  
Senador de la República 

 
CRISELDA LOBO  
Senadora de la República 

 
 
CARLOS ALBERTO CARREÑO 
Representante a la Cámara 

 
 
 

 

                                                             
4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, sentencia de 10 de noviembre de 2009, 
radicación número: PI. 01180-00 (C. P. Martha Teresa Briceño de Valencia).  
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LUIS ALBERTO ALBÁN 
Representante a la Cámara 

 
 
JAIRO REINALDO CALA 
Representante a la Cámara 

 

 
OMAR DE JESÚS RESTREPO 
Representante a la Cámara 

 
 
 
 
 
IVÁN CEPEDA CASTRO 
Senador de la República 

 
ANTONIO SANGUINO PÁEZ 
Senador de la República 
Alianza Verde LUIS FERNANDO VELASCO CHAVES 

Senador de la República 

 
ABEL DAVID JARAMILLO LARGO 
Representante a la Cámara 

 

 
AIDA AVELLA ESQUIVEL 
Senadora de la República 
Coalición Decentes-Unión Patriótica 

 
 
 
 
 
FELICIANO VALENCIA MEEDINAL 
Senador de la República 
Partido MAIS 

 

 
SECCIÓN DE LEYES 

 
SENADO DE LA REPÚBLICA – SECRETARIA GENERAL – TRAMITACIÓN             

LEYES 
 
Bogotá D.C., 03 de Agosto de 2021  
 
Señor Presidente:  
 
Con el fin de repartir el Proyecto de Ley No.104/21 Senado “POR MEDIO DEL CUAL SE 
DESARROLLA EL TRATAMIENTO PENAL DIFERENCIADO PARA PEQUEÑOS 
AGRICULTORES Y AGRICULTORAS QUE ESTÉN O HAYAN ESTADO VINCULADOS 
CON EL CULTIVO DE PLANTACIONES DE USO ILÍCITO Y LAS ACTIVIDADES 
DERIVADAS DE ESTE, DE ACUERDO CON LAS DISPOSICIONES DEL PUNTO 4.1.3.4 
DEL ACUERDO FINAL PARA LA TERMINACIÓN DEL CONFLICTO Y LA 
CONSTRUCCIÓN DE UNA PAZ ESTABLE Y DURADERA Y EL ARTÍCULO 5 
TRANSITORIO DEL ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2017”, me permito remitir a su despacho 
el expediente de la mencionada iniciativa, presentada el día de hoy ante la Secretaria 
General del Senado de la República por los Honorables Senadores JULIÁN GALLO 
CUBILLOS, SANDRA RAMÍREZ LOBO SILVA, PABLO CATATUMBO TORRES VICTORIA, 
GUSTAVO BOLÍVAR MORENO, FELICIANO VALENCIA MEDINA, ANTONIO ERESMID 
SANGUINO PÁEZ, LUIS FERNANDO VELASCO CHAVES, AIDA YOLANDA AVELLA 
ESQUIVEL; y los Honorables Representantes  CARLOS ALBERTO CARREÑO, LUIS 
ALBERTO ALBÁN, JAIRO REINALDO CALA, OMAR DE JESÚS RESTREPO, ABEL DAVID 
JARAMILLO LARGO.  La materia de que trata el mencionado Proyecto de Ley es 
competencia de la Comisión PRIMERA Constitucional Permanente del Senado de la 
República, de conformidad con las disposiciones Constitucionales y Legales.  
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General  

 
 

PRESIDENCIA DEL H. SENADO DE LA REPÚBLICA – AGOSTO 03 DE 2021 
 
De conformidad con el informe de Secretaria General, dese por repartido el precitado 
Proyecto de Ley a la Comisión PRIMERA Constitucional y envíese copia del mismo a la 
Imprenta Nacional para que sea publicado en la Gaceta del Congreso. 
 
CÚMPLASE 
 
EL PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 
 
 
 
JUAN DIEGO GÓMEZ JIMÉNEZ 
 
 
SECRETARIO GENERAL DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 

 
 
 
 

GREGORIO ELJACH PACHECO 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 105 DE 2021 SENADO

por medio del cual se modifica el artículo 68A de la Ley 599 de 2000, se adicionan y modifican los artículos 
307, 307A, 308, y se elimina el artículo 310 de la Ley 906 de 2004 y se dictan otras disposiciones.

Bogotá D.C, agosto 3 de 2021 

 

Doctor 
GREGORIO ELJACH 
Secretario General 
Senado de la República 
Ciudad 
 
 
 
Asunto: Radicación del proyecto de ley “Por medio del cual se modifica el artículo 68A 

de la Ley 599 de 2000, se adicionan y modifican los artículos 307, 307A, 308 y 
se elimina el 310 de la Ley 906 de 2004, y se dictan otras disposiciones”. 

 

Respetado Secretario General: 

 

En cumplimiento de nuestro deber constitucional y legal, y actuando en consecuencia 
con lo establecido en la Ley 5ª de 1992, en nuestra calidad de Congresistas de la 
República, radicamos ante su despacho, para que se inicie el trámite legislativo 
respectivo, el siguiente proyecto legislativo: 

Proyecto de ley “Por medio del cual se modifica el artículo 68A de la Ley 599 de 2000, se 
adicionan y modifican los artículos 307, 307A, 308 y se elimina el artículo 310 de la Ley 
906 de 2004 y se dictan otras disposiciones”. 

Por los honorables congresistas, 

 

 

 
JULIÁN GALLO CUBILLOS 
Senador de la República 

 

 
PABLO CATATUMBO  
Senador de la República 
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CRISELDA LOBO 
Senadora de la República

CARLOS ALBERTO CARREÑO
Representante a la Cámara

LUIS ALBERTO ALBÁN
Representante a la Cámara JAIRO REINALDO CALA

Representante a la Cámara

OMAR DE JESÚS RESTREPO
Representante a la Cámara

AIDA AVELLA ESQUIVEL
Senadora de la República
Coalición Decentes-Unión Patriótica

ÁNGELA MARÍA ROBLEDO G.
Representante a la Cámara

FELICIANO VALENCIA MEDINA
Senador de la República
Partido MAIS

GUSTAVO BOLÍVAR MORENO
Senador de la República

Coalición Lista de la Decencia

USTSTSTSTSTTTTAVO BOLÍVAR MOREN

PROYECTO DE LEY NO. ____ DE 2021 SENADO 

“POR MEDIO DEL CUAL SE MODIFICA EL ARTÍCULO 68A DE LA LEY 599 DE 
2000, SE ADICIONAN Y MODIFICAN LOS ARTÍCULOS 307, 307A, 308,  Y SE 
ELIMINA EL ARTÍCULO 310 DE LA LEY 906 DE 2004 Y SE DICTAN OTRAS 

DISPOSICIONES”. 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,  

DECRETA:  

 

CAPÍTULO 1. DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 1º. Objeto. La presente ley tiene por objeto modificar el artículo 68A de la 
Ley 599 de 2000, que trata sobre la “Exclusión de los Beneficios y Subrogados Penales”, 
así como también busca modificar y adicionar los artículos 307, 307A, 307, y eliminar el 
artículo 310 de la Ley 906 de 2004, que desarrollan lo concerniente a las: “Medidas de 
Aseguramiento”.  

ARTÍCULO 2º. Modificar y adicionar el inciso primero del literal B, así como eliminar el 
parágrafo 2º del artículo 307 de la Ley 906 de 2004. El cual quedará así:  

ARTÍCULO 307. MEDIDAS DE ASEGURAMIENTO. Son medidas de aseguramiento: 

A. Privativas de la libertad 

1. Detención preventiva en establecimiento de reclusión. 

2. Detención preventiva en la residencia señalada por el imputado, siempre que esa 
ubicación no obstaculice el juzgamiento; 

B. No privativas de la libertad 

1. La obligación de someterse a un mecanismo de vigilancia electrónica. 

2. La obligación de someterse a la vigilancia de una persona o institución determinada. 

3. La obligación de presentarse periódicamente o cuando sea requerido ante el juez o 
ante la autoridad que él designe. 

4. La obligación de observar buena conducta individual, familiar y social, con 
especificación de la misma y su relación con el hecho. 

5. La prohibición de salir del país, del lugar en el cual reside o del ámbito territorial que 
fije el juez. 

6. La prohibición de concurrir a determinadas reuniones o lugares. 

7. La prohibición de comunicarse con determinadas personas o con las víctimas, siempre 
que no se afecte el derecho a la defensa. 

8. La prestación de una caución real adecuada, por el propio imputado o por otra persona, 
mediante depósito de dinero, valores, constitución de prenda* o hipoteca, entrega de 
bienes o la fianza de una o más personas idóneas. 

9. La prohibición de salir del lugar de habitación entre las 6:00 p.m. y las 6:00 a.m. 

El juez podrá imponer una o varias de estas medidas de aseguramiento, conjunta o 
indistintamente, según el caso, adoptando las precauciones necesarias para asegurar su 
cumplimiento. Si se tratare de una persona de notoria insolvencia, no podrá el juez 
imponer caución prendaria.  

Las medidas de aseguramiento privativas de la libertad sólo podrán imponerse de manera 
excepcional conforme a los requisitos establecidos en el artículo 308.    

PARÁGRAFO 1o. <Parágrafo modificado por el artículo 1 de la Ley 1786 de 2016. El 
nuevo texto es el siguiente:> Salvo lo previsto en los parágrafos 2o y 3o del artículo 317 
del Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), el término de las medidas de 
aseguramiento privativas de la libertad no podrá exceder un (1) año. Cuando el proceso 
se surta ante la justicia penal especializada, o sean tres (3) o más los acusados contra 
quienes estuviere vigente la detención preventiva, o se trate de investigación o juicio de 
actos de corrupción de los que trata la Ley 1474 de 2011 o de cualquiera de las conductas 
previstas en el Título IV del Libro Segundo de la Ley 599 de 2000 (Código Penal), dicho 
término podrá prorrogarse, a solicitud del fiscal o del apoderado de la víctima, hasta por 
el mismo término inicial. Vencido el término, el Juez de Control de Garantías, a petición 
de la Fiscalía, de la defensa o del apoderado de la víctima, podrá sustituir la medida de 

aseguramiento privativa de la libertad de que se trate, por otra u otras medidas de 
aseguramiento no privativas de la libertad de que trata el presente artículo. 

En los casos susceptibles de prórroga, los jueces de control de garantías, para resolver 
sobre la solicitud de levantamiento o prórroga de las medidas de aseguramiento 
privativas de la libertad, deberán considerar, además de los requisitos contemplados en 
el artículo 308 del Código de Procedimiento Penal, el tiempo que haya transcurrido por 
causa de maniobras dilatorias atribuibles a la actividad procesal del interesado o su 
defensor, caso en el cual dicho tiempo no se contabilizará dentro del término máximo de 
la medida de aseguramiento privativa de la libertad contemplado en este artículo. 

ARTÍCULO 3º. Modificar y adicionar el artículo 307A de la Ley 906 de 2004. El cual 
quedará así:  

ARTÍCULO 307A. TÉRMINO DE LA DETENCIÓN PREVENTIVA. <Artículo adicionado 
por el artículo 23 de la Ley 1908 de 2018. El nuevo texto es el siguiente:> Cuando se 
trate de delitos cometidos por miembros de Grupos Delictivos Organizados y Grupos 
Armados Organizados, el término de la medida de aseguramiento privativa de la libertad 
no podrá exceder de un (1) año. Vencido el término anterior sin que se haya emitido 
sentido del fallo, se sustituirá la medida de aseguramiento por una no privativa de la 
libertad que permita cumplir con los fines constitucionales de la medida en relación con 
los derechos de las víctimas, la seguridad de la comunidad, la efectiva administración de 
justicia y el debido proceso. 

La sustitución de la medida de aseguramiento por una no privativa de la libertad deberá 
efectuarse en audiencia ante el juez de control de garantías. La Fiscalía establecerá la 
naturaleza de la medida no privativa de la libertad que procedería, presentando los 
elementos materiales probatorios o la información legalmente obtenida que justifiquen su 
solicitud. 

PARÁGRAFO. La solicitud de revocatoria para miembros de Grupos Delictivos 
Organizados y Grupos Armados Organizados sólo podrá ser solicitada ante los jueces de 
control de garantías de la ciudad o municipio donde se formuló la imputación y donde se 
presentó o deba presentarse el escrito de acusación. 

ARTÍCULO 4º. Eliminar el numeral 2º y Modificar el parágrafo 1º del artículo 308 de la 
Ley 906 de 2004. El cual quedará así: 
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ARTÍCULO 308. REQUISITOS. El juez de control de garantías, a petición del Fiscal 
General de la Nación o de su delegado, decretará la medida de aseguramiento cuando 
de los elementos materiales probatorios y evidencia física recogidos y asegurados o de 
la información obtenidos legalmente, se pueda inferir razonablemente que el imputado 
puede ser autor o partícipe de la conducta delictiva que se investiga, siempre y cuando 
se cumpla alguno de los siguientes requisitos: 

1. Que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria para evitar que el 
imputado obstruya el debido ejercicio de la justicia. 

2. Que resulte probable que el imputado no comparecerá al proceso o que no cumplirá la 
sentencia. 

PARÁGRAFO 1o. <Parágrafo adicionado por el artículo 2 de la Ley 1760 de 2015. El 
nuevo texto es el siguiente:> La calificación jurídica provisional contra el procesado no 
será, en sí misma, determinante para inferir el riesgo de obstrucción de la justicia y la 
probabilidad de que el imputado no comparezca al proceso o de que no cumplirá la 
sentencia. El Juez de Control de Garantías deberá valorar de manera suficiente si en el 
futuro se configurarán los requisitos para decretar la medida de aseguramiento, sin tener 
en consideración exclusivamente la conducta punible que se investiga. Se deberá 
establecer también si el imputado tiene sentencias condenatorias vigentes por delito 
doloso o preterintencional o si es beneficiario de mecanismos sustitutivos de la pena 
privativa de la libertad. 

ARTÍCULO 5º. Eliminar el artículo 310 de la Ley 906 de 2004.  

ARTÍCULO 6º. Modificar el artículo 68A de la Ley 599 de 2000. El cual quedará así: 

ARTÍCULO 68A. EXCLUSIÓN DE LOS BENEFICIOS Y SUBROGADOS PENALES. 
<Artículo modificado por el artículo 32 de la Ley 1709 de 2014. El nuevo texto es el 
siguiente:> No se concederán; la suspensión condicional de la ejecución de la pena; la 
prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro beneficio, 
judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración regulados por la ley, 
siempre que esta sea efectiva, cuando la persona haya sido condenada por delito doloso 
dentro de los cinco (5) años anteriores. 

<Inciso modificado por el artículo 6 de la Ley 1944 de 2018. El nuevo texto es el 
siguiente:> Tampoco quienes hayan sido condenados por delitos dolosos contra la 

Administración Pública; delitos contra las personas y bienes protegidos por el Derecho 
Internacional Humanitario; delitos contra la libertad, integridad y formación sexual; lavado 
de activos; violencia intrafamiliar; homicidio agravado contemplado en el numeral 6 del 
artículo 104; lesiones causadas con agentes químicos, ácidos y/o sustancias similares; 
violación ilícita de comunicaciones; trata de personasdesplazamiento forzado; tráfico de 
migrantes; enriquecimiento ilícito de particulares; delitos relacionados con el tráfico de 
estupefacientes, enunciado en el inciso tercero del artículo 376; evasión fiscal. 

Lo dispuesto en el presente artículo no se aplicará respecto de la sustitución de la 
detención preventiva y de la sustitución de la ejecución de la pena en los eventos 
contemplados en los numerales 2, 3, 4 y 5 del artículo 314 de la Ley 906 de 2004. 

PARÁGRAFO 1o. Lo dispuesto en el presente artículo no se aplicará a la libertad 
condicional contemplada en el artículo 64 de este Código, ni tampoco para lo dispuesto 
en el artículo 38G del presente Código. 

PARÁGRAFO 2o. Lo dispuesto en el primer inciso del presente artículo no se aplicará 
respecto de la suspensión de la ejecución de la pena, cuando los antecedentes 
personales, sociales y familiares sean indicativos de que no existe la posibilidad de la 
ejecución de la pena. 

ARTÍCULO 7º. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación y 
deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.  

 

 

De los honorables congresistas, 

 
 

 

 
JULIÁN GALLO CUBILLOS 
Senador de la República 

 

 
PABLO CATATUMBO  
Senador de la República 

CRISELDA LOBO  
Senadora de la República 

CARLOS ALBERTO CARREÑO 
Representante a la Cámara 

LUIS ALBERTO ALBÁN 
Representante a la Cámara JAIRO REINALDO CALA 

Representante a la Cámara 

OMAR DE JESÚS RESTREPO 
Representante a la Cámara 

AIDA AVELLA ESQUIVEL 
Senadora de la República 
Coalición Decentes-Unión Patriótica 

ÁNGELA MARÍA ROBLEDO G. 
Representante a la Cámara 

FELICIANO VALENCIA MEEDINAL 
Senador de la República 
Partido MAIS 

La presente exposición de motivos se desarrollará en el siguiente orden: (i). Se realizarán 
unas consideraciones generales en cuanto al objetivo, (ii) El contexto que origina el 
proyecto de ley; (iii). Sobrepoblación Carcelaria – Jurisprudencia; (iv) Medidas de 
Aseguramiento; y (vi). Subrogados Penales. 

I. Objetivo:

El objetivo del proyecto de ley, es adicionar, modificar y eliminar de la normativa actual 
que regula las medidas de aseguramiento y la exclusión de subrogados penales, 
elementos descritos en la norma que conllevan a que la decisión de imposición o no de 
la misma, dependan única y exclusivamente de la discrecionalidad del juez.  

Asimismo, se observa que el Fiscal en su rol de ente acusador, al solicitar o no al juez la 
imposición de la medida de aseguramiento, basa su petición en presupuestos legales, 
constitucionales y aporta elementos de juicio que pueden viciar el proceso penal; al 
generar decisiones que afectan de forma directa derechos constitucionales, en particular, 
el de la libertad, desnaturalizando de esta manera la finalidad de las medidas de 
aseguramiento, puesto que, las mismas tienen un carácter excepcional y dicha 
intervención de la Fiscalía y la decisión del juez, terminan constituyéndose en un juicio 
de responsabilidad previo a que el procesado (a) haya sido vencido en juicio, vulnerando 
de forma flagrante el principio de presunción de inocencia. 

En igual sentido ocurre con los  subrogados penales, puesto que si se tiene en cuenta 
que los mismos son medidas sustitutivas a las penas principales, la discusión aquí suele 
centrarse, entre el cumplimiento de los fines y funciones de la pena con el derecho 
fundamental de la libertad, evidenciando que si bien la norma contempla dichas opciones 
en favor del condenado (a), los administradores de justicia terminan por no otorgarlas.  

Lo anterior, permite evidenciar que las decisiones asumidas por el Estado frente a su 
política criminal, repercuten en la alta incidencia en crímenes, conflicto armado, 
sobrepoblación carcelaria y hoy en día en la agudización de la crisis debido a la pandemia 
del CoVid-19.   

II. Contextualización del Proyecto:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
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De conformidad con el artículo 250 de la Constitución Política, la Fiscalía General de la 
Nación deberá dar trámite a la acción penal y llevar a cabo la investigación de los hechos 
que revistan las características de un delito que llegue a su conocimiento por medio de 
denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien suficientes 
motivos y circunstancias fácticas que indiquen su posible existencia. Así las cosas, no 
podrá suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los casos que 
establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco 
de la política criminal del Estado. 

Además de lo anterior, la Fiscalía deberá solicitar la imposición de la medida de 
aseguramiento, teniendo como derrotero el elemento objetivo, pues según lo 
expresamente estipulado en la norma, la misma solo será con la finalidad de conseguir: 
(i) la comparecencia de los imputados al proceso penal; (ii) la conservación de la prueba; 
(iii) y la protección a la comunidad, en especial, las víctimas.  

Lo expuesto, toda vez que, la libertad de las personas de acuerdo con lo preceptuado en 
los artículos 28 y 29 de la Constitución Política, es el parámetro con el que debe 
adelantarse el proceso penal y su restricción debe ser de carácter excepcional, esto, 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos  295, 306 del Código de Procedimiento 
Penal (Ley 906 de 2004), así como debe estar sustentada con los suficientes elementos 
de conocimiento para ser argumentada y demostrar la urgencia de su imposición.    

Por su parte, los subrogados penales en Colombia son las medidas por las cuales se 
puede sustituir una pena privativa de la libertad, los mismos son entendidos como un 
derecho que tiene el condenado (a) y deben ser otorgados en los casos en los que se 
pueda verificar el cumplimientos de los requisitos de orden objetivos y subjetivos 
establecidos por el legislador. Lo anterior, debe cumplir con la finalidad de disminuir la 
población carcelaria como política criminal del Estado.  

 
III. Sobrepoblación Carcelaria – Jurisprudencia: 

 

La crisis carcelaria y penitenciaria, ha generado que la Corte Constitucional desde el año 
1998, haya declarado el Estado de Cosas Inconstitucionales –ECI- a través de la 
Sentencia T-153 de 1998, en donde se indicó que las cárceles en Colombia se 
caracterizan por el hacinamiento, deficiencias en materia de servicios públicos y 
asistenciales, el predominio de la violencia, extorsión, corrupción, carencia de 

oportunidades y medios que permitan la resocialización de las personas privadas de la 
libertad. Por lo que, en consecuencia, indicó la Corte que dichas situaciones configuran 
un Estado de Cosas Inconstitucionales –ECI-, que vulneran los derechos fundamentales 
–dignidad humana, vida e integridad personal, entre otros-, de los reclusos (as) y que 
evidencia una transgresión de las Leyes y de la Constitución. 

Posteriormente, en sentencia T-388 de 2013, expresó la Corte Constitucional, que la 
política criminal, encontró dificultades y limitaciones estructurales a lo largo de todas sus 
etapas, especialmente, la política carcelaria, puesto que existe un excesivo castigo penal, 
lo cual, desencadena en una alta demanda de cupos para la privación de la libertad en 
condiciones que terminan no siendo constitucionalmente razonables e insostenibles para 
el Estado. 

Por lo tanto, precisó que los establecimientos penitenciarios y carcelarios deben 
garantizar la reinserción social de aquellas personas marginadas y excluidas socialmente 
por su condición socioeconómica que se encuentren privadas de la libertad, sin importar 
si son condenadas o sindicadas. 

Ulteriormente, en providencia T-762 de 2015, precisó entre varias cosas, que las causas 
del hacinamiento carcelario y penitenciario son variadas y tienen relación con el manejo 
que a nivel histórico se le ha dado a la política criminal en Colombia. 

Resaltó la Corte Constitucional, que la política criminal en Colombia dejó a un lado, el fin 
resocializador de la pena privativa de la libertad e indicó que el sistema previsto para su 
ejecución se encuentra en una profunda crisis humanitaria, por lo que precisó que las 
entidades estatales deben retomar la resocialización1 como su enfoque principal, la cual 
busca, como lo han indicado grandes teóricos del Derecho Penal contemporáneo, la 
“repersonalización”, “reindividualización” y “reincorporación” del delincuente, a la par que 
s ele brinda un trato humano y lo menos dgradante posible. 

Se hizo referencia, además, que debe tenerse presente el principio del derecho penal 
como última ratio, es decir, debe minimizarse el poder punitivo y, en consecuencia, las 
entidades estatales, están en la obligación de desarrollar políticas serias de prevención 
y/o reducción de la delincuencia y la criminalidad. 

                                                             
1 Entendida como “asignar a la ejecución de las penas y medidas privativas de libertad una misma función correctora 
y aún de mejora del delincuente” MUÑOZ CONDE, Francisco, “La resocialización del delincuente. Análisis y crítica de 
un mito”, en “Doctrina Penal: Teoría y práctica de las ciencias penales”, 1979: Vol 2 (5/8), Buenos Aires, Página 625. 

IV. Medidas de Aseguramiento:  
 

La Ley 906 de 2004, estableció que la Fiscalía a través de sus delegados debe sustentar 
ante los Jueces de Control de Garantías las causales para solicitar y posteriormente 
imponer la medida de aseguramiento, garantizando: (i) Que el imputado no obstruirá el 
debido ejercicio de la justicia o que constituye peligro para la seguridad de la sociedad o 
de la víctima, o que no comparecerá al proceso o no cumplirá la sentencia.   

En la reforma constitucional referida en el Acto Legislativo 03 de 2002, el proceso penal 
sentó las bases a través de las cuales surgió el proceso penal con tendencia acusatoria, 
con ella, dando creación a la figura del Juez de Control de Garantías, quien para poder 
proceder a la imposición de la medida de aseguramiento debe necesariamente analizar 
las finalidades que persigue la medida que tiene carácter provisional.  

La Corte Constitucional en sentencia C-469 de 2016 describió los cambios que introduce 
el Acto Legislativo:  
 

“Prevé que el juez de control de garantías podrá decretar medidas que garanticen 
(xiv.i) la comparecencia de los imputados al proceso penal, es decir, evitar la fuga o 
contumacia del procesado y asegurar así el cumplimiento de una eventual sentencia 
condenatoria (xiv.ii) la conservación de la prueba y evitar la obstrucción del proceso 
en general, y (xiv.iii) la protección de la comunidad, en especial, de las víctimas, 
objetivo fundado en la prevalencia del interés general y fines esenciales del Estado 
como el servicio a la comunidad, la promoción de la prosperidad general, la garantía 
de los principios, derechos y deberes constitucional, el aseguramiento de la 
convivencia pacífica, entre otros”.2 

Frente a la protección ante un peligro para la comunidad, su desarrollo legal se encuentra 
dispuesto en el artículo 310 de la Ley 906 de 2004 y modificado por la Ley 1760 de 2015, 
contemplando además de la gravedad y modalidad de la conducta punible, una serie de 
circunstancias de las cuales se pueda inferir que la libertad de una persona imputada 
resulta ser un peligro para la comunidad.  
 

                                                             
2 https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/C-469-16.htm. 

Sin embargo, a pesar del desarrollo constitucional y legal que sobre el particular se tiene, 
dicha finalidad puede ser contraria a la normatividad internacional existente, con especial 
énfasis en lo señalado por la Convención Americana sobre Derechos Humanos (CADH) 
y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH)3, dado que 
esto no resulta ser más que un análisis de culpabilidad y de personalidad que vulnera 
flagrantemente la presunción de inocencia.  
 
Lo anterior, no es otra cosa que utilizar al sujeto para justificar los fines esenciales del 
Estado, amparados en el interés general, pero en detrimento de las garantías procesales 
y la presunción de inocencia.  
 
Así las cosas, cuando se analizan los derechos fundamentales a la libertad personal y a 
la presunción de inocencia de cara a lo expresado y normado por la CADH, la CIDH, se 
encuentra, que la imposición de la medida de aseguramiento está asociada a la 
probabilidad y ejecución de nuevos delitos y a la protección de la comunidad. En general, 
la decisión  debe estar sujeta a criterios de razonabilidad y proporcionalidad, pero esto, 
siempre que la probabilidad de reincidencia en la comisión de conductas punibles sea 
rea, no inferida por el ente encargado de la persecución penall.  
 
Dicho lo anterior, resulta negativo para las personas que se encuentran siendo 
investigadas, que desde la etapa preliminar del procedimiento penal, sean señaladas (os) 
como un peligro para la comunidad, puesto que sus garantías y derechos, se ven 
vulnerados a través de la utilización de criterios culpabilizantes y circunstancias que 
atentan directamente la presunción de inocencia con la que cuentan las personas 
investigadas.  

 La Corte IDH, ha señalado:  
  

“(...) las características que debe tener una medida de detención o prisión preventiva 
para ajustarse a las disposiciones de la Convención Americana: (a) Es una medida 
cautelar y no punitiva: debe estar dirigida a lograr fines legítimos y razonablemente 
relacionados con el proceso penal en curso. No puede convertirse en una pena 
anticipada ni basarse en fines preventivos-generales o preventivo-especiales 
atribuibles a la pena. 
 

                                                             
3 Sobre la presunción de inocencia, revisar, entre otros: Caso Cantonal Benavides Vs. Perú (2000),Caso Cabrera García y Montiel  Flores 
Vs. México (2010), Caso Zegarra Marín Vs. Perú (2017) 
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De conformidad con lo indicado, no es suficiente con que sea legal; además, es 
necesario que no sea arbitraria, lo cual implica que la ley y su aplicación deben 
respetar los requisitos siguientes: (a) Finalidad compatible con la Convención: la 
finalidad de las medidas que priven o restrinjan la libertad debe ser compatible con la 
Convención (supra párr. 311.a). La Corte ha indicado que “la privación de libertad del 
imputado no puede residir en fines preventivo-generales o preventivo-especiales 
atribuibles a la pena, sino que sólo se puede fundamentar (...) en un fin legítimo, a 
saber: asegurar que el acusado no impedirá el desarrollo del procedimiento ni eludirá 
la acción de la justicia”. En este sentido, la Corte ha indicado reiteradamente que 
las características personales del supuesto autor y la gravedad del delito que se 
le imputa no son, por sí mismos, justificación suficiente de la prisión preventiva. 
Asimismo, ha destacado que el peligro procesal no se presume, sino que debe 
realizarse la verificación del mismo en cada caso, fundado en circunstancias 
objetivas y ciertas del caso concreto. (...)”.4(Subrayas fuera del texto original) 

 
Es decir, debido a que la medida es de carácter cautelar, está debe estar fundamentada 
en la protección del proceso, más no, en la imposición de una sanción punitiva, por lo que 
se reitera que la decisión no puede estar sustentada en la peligrosidad del sujeto, por 
cuanto, esto riñe como ya se ha expuesto con la presunción de inocencia, lo que conlleva 
que en sede preliminar del proceso penal se realice un análisis de culpabilidad, 
desnaturalizando así la esencia del mecanismo  
 
Ahora bien, no puede obviarse, que la presunción de inocencia es una garantía que forma 
parte integral del derecho fundamental al debido proceso (art. 29 Constitución Política), y 
debe presumirse hasta no haber sido declarado (da) judicialmente culpable, y por 
consiguiente, previo a ello el tratamiento que debe dársele a la persona procesada es el 
de inocente.  
 
 
 
 

V. Subrogados Penales 
 
Los subrogados penales, son disposiciones legislativas que funcionan como un 
mecanismo dentro del ordenamiento jurídico que busca preservar el derecho fundamental 
                                                             
4 Corte Interamericana de Derechos Humanos, sala plena, sentencia caso Norín Catriman y otros (pueblo Mapuche) 
Vs Chile. 29 de mayo de 2014. 

a la libertad, pretendiendo que a través de la concesión de beneficios, las personas 
condenadas puedan alcanzar los fines propios de la pena. 
 
Sin embargo, pese a existir dichos beneficios, existe una sobrepoblación de 16.706 
personas en las cárceles, lo cual atenta contra la vida digna de las personas privadas de 
la libertad.  
 

 
 
Los requisitos para poder optar por algún subrogado varían entre sí, y los delitos por los 
cuales se condena no pueden estar contenidos en el inciso 2º del artículo 68A de la Ley 
599 de 2000, este último requisito que con la reforma legislativa de la Ley 1709 del 2014, 
enlistó más delitos dentro del mencionado artículo, generando así que menos personas 
puedan ser beneficiados con algún subrogado penal, desconociendo de esta manera, la 
finalidad de la pena y contribuyendo a que el sobrepoblación carcelaria se agudice en 
todo el territorio nacional.  
 
Por su parte, el juez de conocimiento concederá la medida con base solamente en el 
requisito objetivo. Por último, Si la persona condenada tiene antecedentes penales por 
delito doloso dentro de los cinco (5) años anteriores, el juez podrá conceder la medida 

cuando los antecedentes personales, sociales y familiares del sentenciado sean 
indicativos de que no existe necesidad de ejecución de la pena.  
 
Sobre este subrogado la Corte Constitucional se ha pronunciado, explicando que:  
 

“Para que el juez pueda conceder la suspensión condicional de la ejecución de la 
pena o la libertad condicional, debe verificar tanto factores objetivos que se refieren, 
en ambos casos, al quantum de la pena y al cumplimiento parcial de aquélla en el 
evento de la libertad condicional, como factores relacionados básicamente con 
antecedentes personales, sociales y familiares del sentenciado así como la 
modalidad y gravedad de la conducta, en un caso, y la buena conducta en el 
establecimiento carcelario en el otro, que le permitan deducir o sean indicativos de 
que no existe necesidad de la ejecución de la pena o de una parte de ella. De 
manera que, una vez demostrados los requisitos correspondientes, al condenado 
le asiste un verdadero derecho al subrogado penal, y su otorgamiento, por tanto, no 
podrá considerarse como una gracia o favor que dependa del simple arbitrio del 
juez.”5 

 
La libertad condicional, en palabras de la Corte Constitucional tiene un doble significado, 
tanto moral como social; en razón a que, la primera retribuye al condenado (a) que ha 
demostrado trabajar en su resocialización, y la segunda, porque se convierte en un 
ejemplo a seguir para las demás personas que se encuentran privadas de la libertad, 
hecho con el cual se logra la función rehabilitadora de la pena6. 

 
Así las cosas, la finalidad de la pena es mantener el orden social, resocializar a quien ha 
sido encontrado responsable de alguna conducta contraria a derechos y lograr la 
reparación de la víctima a través de la administración de justicia, teniendo como finalidad 
la no reincidencia.  En este mismo sentido, se encuentra que es posible para el Estado 
en el manejo de su política criminal, emitir decisiones que permitan combatir el 
hacinamiento en las instituciones carcelarias, prueba de ello fueron las medidas tomadas 
con ocasión de la emergencia sanitaria por la pandemia del CoVid-19, como el Decreto 
546 de 2020, demostrando que es posible para el Estado flexibilizar o repensar su 
actuación con respecto a la aplicación de los subrogados penales.  

                                                             
5 Corte Constitucional, sala plena, sentencia C 679 de 2002. 
 

6 Corte Constitucional, sala cuarta de revisión, T 019 de 2017. 

DECLARACIÓN DE POSIBLES CONFLICTOS DE INTERÉS 

Conforme al artículo 3 de la ley 2003 de 2019, que modificó el artículo 291 de la ley 5 de 1992, 
en el que se estableció que el autor del proyecto y el ponente presentarán en la exposición de 
motivos un acápite que describa las circunstancias o eventos que podrán generar un conflicto de 
interés para la discusión y votación del proyecto, se considera que el presente proyecto de ley, 
en principio, no genera conflictos de interés en atención a que se no genera un beneficio 
particular, actual y directo a los congresistas, de conformidad con lo establecido en el artículo 1 
de la Ley 2003 de 19 de noviembre de 2019; sino que, por el contrario, se trata de una 
modificación de normas de carácter general.  

Sobre este asunto ha señalado el Consejo de Estado “No cualquier interés configura la causal de 
desinvestidura en comento, pues se sabe que sólo lo será aquél del que se pueda predicar que 
es directo, esto es, que per se el alegado beneficio, provecho o utilidad encuentre su fuente en el 
asunto que fue conocido por el legislador; particular, que el mismo sea específico o personal, bien 
para el congresista o quienes se encuentren relacionados con él; y actual o inmediato, que 
concurra para el momento en que ocurrió la participación o votación del congresista, lo que 
excluye sucesos contingentes, futuros o imprevisibles. También se tiene noticia que el interés 
puede ser de cualquier naturaleza, esto es, económico o moral, sin distinción alguna”7 

 
 
De los honorables congresistas, 

 

 
JULIÁN GALLO CUBILLOS 
Senador de la República 

 

 
PABLO CATATUMBO  
Senador de la República 

 
CRISELDA LOBO  
Senadora de la República 

 
 
CARLOS ALBERTO CARREÑO 
Representante a la Cámara 

  

                                                             
7 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, sentencia de 10 de noviembre de 2009, radicación 
número: PI. 01180-00 (C. P. Martha Teresa Briceño de Valencia).  
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LUIS ALBERTO ALBÁN 
Representante a la Cámara 

 
 
JAIRO REINALDO CALA 
Representante a la Cámara 

 

 
OMAR DE JESÚS RESTREPO 
Representante a la Cámara 

 

 
AIDA AVELLA ESQUIVEL 
Senadora de la República 
Coalición Decentes-Unión Patriótica 

 
ÁNGELA MARÍA ROBLEDO G. 
Representante a la Cámara 

 
FELICIANO VALENCIA MEEDINAL 
Senador de la República 
Partido MAIS 

  

  

SECCIÓN DE LEYES 
 

SENADO DE LA REPÚBLICA – SECRETARIA GENERAL – TRAMITACIÓN         
LEYES 

 
Bogotá D.C., 03 de Agosto de 2021  
 
Señor Presidente:  
 
Con el fin de repartir el Proyecto de Ley No.105/21 Senado “POR MEDIO DEL CUAL 
SE MODIFICA EL ARTÍCULO 68A DE LA LEY 599 DE 2000, SE ADICIONAN Y 
MODIFICAN LOS ARTÍCULOS 307, 307A, 308, Y SE ELIMINA EL ARTÍCULO 310 DE 
LA LEY 906 DE 2004 Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”, me permito remitir a 
su despacho el expediente de la mencionada iniciativa, presentada el día de hoy ante 
la Secretaria General del Senado de la República por los Honorables Senadores PABLO 
CATATUMBO TORRES VICTORIA, SANDRA RAMÍREZ LOBO SILVA, AIDA 
YOLANDA AVELLA ESQUIVEL, FELICIANO VALENCIA MEDINA, GUSTAVO 
BOLÍVAR MORENO; y los Honorables Representantes  CARLOS ALBERTO 
CARREÑO, LUIS ALBERTO ALBÁN, JAIRO REINALDO CALA, OMAR DE JESÚS 
RESTREPO, ÁNGELA MARÍA ROBLEDO.  La materia de que trata el mencionado 
Proyecto de Ley es competencia de la Comisión PRIMERA Constitucional Permanente 
del Senado de la República, de conformidad con las disposiciones Constitucionales y 
Legales.  
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General  

 
 

PRESIDENCIA DEL H. SENADO DE LA REPÚBLICA – AGOSTO 03 DE 2021 
 
De conformidad con el informe de Secretaria General, dese por repartido el precitado 
Proyecto de Ley a la Comisión PRIMERA Constitucional y envíese copia del mismo a la 
Imprenta Nacional para que sea publicado en la Gaceta del Congreso. 
 
CÚMPLASE 
 
EL PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 
 
 
 
JUAN DIEGO GÓMEZ JIMÉNEZ 
 
 
SECRETARIO GENERAL DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 

 
 
 
 

GREGORIO ELJACH PACHECO 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 107 DE 2021 SENADO

por medio de la cual se establece el proceso administrativo por el incumplimiento injustificado al régimen 
de visitas en favor de niños, niñas y adolescentes y se dictan otras disposiciones.
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SECCIÓN DE LEYES 
 

SENADO DE LA REPÚBLICA – SECRETARIA GENERAL – TRAMITACIÓN   
LEYES 

 
Bogotá D.C., 03 de Agosto de 2021  
 
Señor Presidente:  
 
Con el fin de repartir el Proyecto de Ley No.107/21 Senado “POR MEDIO DE 
LA CUAL SE ESTABLECE EL PROCESO ADMINISTRATIVO POR EL 
INCUMPLIMIENTO INJUSTIFICADO AL REGIMEN DE VISITAS EN FAVOR 
DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES Y SE DICTAN OTRAS 
DISPOSICIONES”, me permito remitir a su despacho el expediente de la 
mencionada iniciativa, presentada el día de hoy ante la Secretaria General del 
Senado de la República por la Honorable Senadora MARITZA MARTINEZ 
ARISTIZABAL.  La materia de que trata el mencionado Proyecto de Ley es 
competencia de la Comisión PRIMERA Constitucional Permanente del Senado 
de la República, de conformidad con las disposiciones Constitucionales y 
Legales.  
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General  

 
 

PRESIDENCIA DEL H. SENADO DE LA REPÚBLICA – AGOSTO 03 DE 2021 
 
De conformidad con el informe de Secretaria General, dese por repartido el 
precitado Proyecto de Ley a la Comisión PRIMERA Constitucional y envíese 
copia del mismo a la Imprenta Nacional para que sea publicado en la Gaceta del 
Congreso. 
 
CÚMPLASE 
 
EL PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 
 
 
 
JUAN DIEGO GÓMEZ JIMÉNEZ 
 
 
SECRETARIO GENERAL DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 

 
 
 
 

GREGORIO ELJACH PACHECO 
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PROYECTO DE LEY NÚMERO 108 DE 2021 SENADO

por medio el cual se fortalece la protección de los usuarios del servicio de transporte aéreo público 
doméstico.
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SECCIÓN DE LEYES 

 
SENADO DE LA REPÚBLICA – SECRETARIA GENERAL – TRAMITACIÓN            

LEYES 
 
Bogotá D.C., 03 de Agosto de 2021  
 
Señor Presidente:  
 
Con el fin de repartir el Proyecto de Ley No.108/21 Senado “POR MEDIO EL CUAL SE 
FORTALECE LA PROTECCIÓN DE LOS USUARIOS DEL SERVICIO DE TRANSPORTE 
AÉREO PÚBLICO DOMESTICO”, me permito remitir a su despacho el expediente de la 
mencionada iniciativa, presentada el día de hoy ante la Secretaria General del Senado de la 
República por los Honorables Senadores EFRAIN CEPERA, JUAN DIEGO GOMEZ, MYRIAM 
PAREDES, MIGUEL BARRETO CASTILLO, NORA GARCIA, MAURICIO DELGADO, SOLEDAD TAMAYO, 
JUAN SAMY MERHEG, DAIRA GALVIS, ARMANDO BENEDETTI, ESPERANZA ANDRADE, LAUREANO 
ACUÑA; y los Honorables Representantes ANTONIO ZABARAIN, YAMIL HERNANDO ARANA, 
ALBEIRO ECHEVERRY, BUENAVENTURA LEON, JOSE ELVER HERNANDEZ, CIRO RODRIGUEZ, 
EMETERIO MONTES DE CASTRO, JUAN CARLOS RIVERA, DIELA BENAVIDES, JUAN CARLOS 
WILLS, GUSTAVO PADILLA, FELIX ALEJANDRO CHICA, ALFREDO APE CUELLO, MARIA CRISTINA 
SOTO, JOSE LUIS PINEDO, GERMAN ALCIDES BLANCO, ALONSO DEL RIO CABARCAS, CESAR 
AUGUSTO LORDUY, MARTHA VILLALBA HODWALKER, ELIZABETH JAY-PANG DIAZ, HERNANDO 
GUIDA, KAREN VIOLETTE CURE, MILENE JARAVA DIAZ, ELOY CHICHI QUINTERO, WADITH 
ALBERTO MANZUR, JOSE ELIECER SALAZAR, JORGE ENRIQUE BURGOS, SALIM VILLAMIL 
QUESSEP, JORGE MENDEZ HERNANDEZ, CARLOS MARIO FARELO, CHRISTIAN JOSE MORENO, 
FELIPE ANDRES MUÑOZ.  La materia de que trata el mencionado Proyecto de Ley es 
competencia de la Comisión SEXTA Constitucional Permanente del Senado de la República, 
de conformidad con las disposiciones Constitucionales y Legales.  
 
 
 
GREGORIO ELJACH PACHECO 
Secretario General  

 
 

PRESIDENCIA DEL H. SENADO DE LA REPÚBLICA – AGOSTO 03 DE 2021 
 
De conformidad con el informe de Secretaria General, dese por repartido el precitado 
Proyecto de Ley a la Comisión SEXTA Constitucional y envíese copia del mismo a la 
Imprenta Nacional para que sea publicado en la Gaceta del Congreso. 
 
CÚMPLASE 
 
EL PRESIDENTE DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 
 
 
 
JUAN DIEGO GÓMEZ JIMÉNEZ 
 
 
SECRETARIO GENERAL DEL HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA 

 
 
 
 

GREGORIO ELJACH PACHECO 

Págs.
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